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Presentación

La desaparición forzada es un delito autónomo e independiente, pluriofensivo e 
imprescriptible, que atenta contra un conjunto de derechos fundamentales, como el derecho 
a la vida, el derecho a la libertad y a la seguridad personal, el derecho y respeto a la dignidad, el 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica, el derecho a la identidad y a la vida 
familiar, el derecho a la reparación, el derecho a la libertad de opinión, expresión e información, 
el derecho al acceso a la justicia y los derechos laborales y políticos. 

Puede ir acompañada de otros delitos, entre ellos la tortura, la violencia sexual, el  homicidio 
agravado, el secuestro, la discriminación racial y  la discriminación contra la mujer.  Además, la 
práctica sistemática de la desaparición forzada de personas constituye un crimen de lesa 
humanidad. 

La Constitución de 1991, en el artículo 12, Título II: de los derechos, las garantías y los deberes, 
Capítulo I: de los derechos fundamentales, dispone que “Nadie será sometido a desaparición 

forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”.  En desarrollo de este 
precepto, la Ley 589 de 2000, tipifica como delito la desaparición forzada de personas y crea la 
Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, con el propósito de enfrentar y prevenir el 
delito de desaparición forzada como fenómeno sistemático y generalizado en el marco del 

conflicto armado interno.

La ley consagra que es la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas, un organismo 
nacional, permanente e interinstitucional, con carácter plural y mixto, que apoya y promueve 
la investigación del delito de desaparición forzada, respetando las competencias institucionales 
y las facultades de los sujetos procesales.

El Decreto 929 de 2007 reglamenta la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas y 

establece que la Presidencia de la misma será ejercida por el Defensor del Pueblo  quien, entre 
otras funciones, representa al organismo ante el Gobierno Nacional, el Congreso de República 
y otras instituciones nacionales e internacionales, coordina las tareas propuestas en las sesiones 
y vela por su cumplimiento.

11
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Con relación al tema normativo, la Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas ha 

hecho un gran aporte e incidencia en la expedición de normas que garantizan el 

funcionamiento del organismo y brindan herramientas prácticas para enfrentar el delito de la 

desaparición forzada en Colombia, entre ellas:

·   La elaboración  del  proyecto  de  la  Ley  Estatutaria que reglamenta el Mecanismo de 

Búsqueda Urgente  -  Ley 971 de 2005.

   La elaboración del Formato Único de Desaparecidos y proyecto de decreto que reglamenta 
el Registro Nacional de Desaparecidos - Decreto 4218 de 2005.

    La elaboración del proyecto que reglamenta el funcionamiento de la Comisión de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas - Decreto 929 de 2007. 

    La participación en las discusiones y posterior aprobación de la Ley 1408 de 2010 o “Ley de 
Homenaje”, por la cual se rinde homenaje a las víctimas del delito de desaparición forzada y se 
dictan medidas para su localización e identificación.  Así como en la propuesta de 
reglamentación de la Ley 1408 de 2010 en trámite de aprobación. 

    La participación en las discusiones y posterior aprobación de la Ley 1418 de 2010, por medio 
de la cual se aprueba la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas”, adoptada en Nueva York, el 20 de diciembre de 2006, en  
proceso de ratificación.

    La participación en las discusiones y posterior aprobación de la Ley 1448 de 2011, “Ley de 
víctimas y restitución de tierras”, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. 
Así como, en  su reglamentación, en lo referente al Decreto 4800 de 2011  y 4803 de 2011. 

Si bien los avances en el tema normativo en nuestra legislación nacional han sido significativos 
y se ha logrado posicionar la conducta de la desaparición forzada como un delito que ofende 
bienes jurídicos protegidos constitucionalmente y se han adoptado herramientas legales para 
su prevención y su castigo, es necesario que tanto las autoridades públicas encargadas de 
aplicarlas como la sociedad en general, las conozcan y exijan su cumplimiento. De ahí que el 
propósito de este compendio sea el de convertirse en un instrumento para la divulgación de la 

12
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Presentación
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normatividad que, en Colombia, regula el tratamiento de la desaparición forzada e igualmente 
sirva como material de consulta para servidores públicos, académicos, estudiantes y, en 
especial, los familiares de las víctimas de desaparición forzada. 

Bogotá, D.C., abril de 2012. 

Vólmar Pérez Ortiz, 
Defensor del Pueblo, 

Presidente Comisión de Búsqueda de Personas Desaparecidas.
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Ley 589 de 2000
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Ley 589 de 2000

Por medio de la cual se tipifica el genocidio, la desaparición forzada, el 
desplazamiento forzado y la tortura; y se dictan otras disposiciones.
 

El Congreso de Colombia 
DECRETA: 

Art. 1°- El Código Penal tendrá unos nuevos artículos del siguiente tenor:

Artículo 268A. DESAPARICIÓN FORZADA. El particular que perteneciendo a un 
grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad 
cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha 
privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, 
incurrirá en prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40) años, multa de quinientos (500) a dos 
mil (2.000) salarios mínimos legales vigentes y en interdicción de derechos y funciones 
públicas de cinco (5) a diez (10) años.
 
A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la 
determinación o la aquiescencia de aquel, y realice la conducta descrita en el inciso anterior.

Artículo 268B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena prevista 
en el artículo anterior será de cuarenta (40) a sesenta (60) años en los siguientes casos: 

Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción. 

Cuando la conducta se cometa en persona con discapacidad que le impida valerse 
por sí misma. 

Cuando la conducta se ejecute en menor de dieciocho (18) años, mayor de sesenta 
(60), o mujer embarazada. 

Cuando la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra las siguientes 
personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de derechos humanos, 
candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes sindicales, políticos 

1.

2.

3.

4.



o religiosos, contra quienes hayan sido testigos de conductas punibles o disciplinarias, 
juez de paz, o contra cualquier otra persona por sus creencias u opiniones políticas o 
por motivo que implique alguna forma de discriminación o intolerancia. 

16

Cuando la conducta se cometa por razón y contra los parientes de las personas 
mencionadas en el numeral anterior, hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil. 

Cuando se cometa utilizando bienes del Estado. 

Si se somete a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante el tiempo 
en que permanezca desaparecida, siempre y cuando la conducta no configure otro 
delito.

Cuando por causa o con ocasión de la desaparición forzada le sobrevenga a la víctima 
la muerte o sufra lesiones físicas o psíquicas. 

Cuando se cometa cualquier acción sobre el cadáver de la víctima para evitar su 
identificación posterior, o para causar daño a terceros.

La pena se reducirá de la mitad (½) a las cinco sextas (5/6) partes cuando en un 
término no superior a quince (15) días, los autores o partícipes liberen a la víctima 
voluntariamente en similares condiciones físicas y psíquicas a las que se encontraba en 
el momento de ser privada de la libertad, o suministren información que conduzca a 
su recuperación inmediata, en similares condiciones físicas y psíquicas.

La pena se reducirá de una tercera parte (1/3) a la mitad (½) cuando en un término 
mayor a quince (15) días y no superior a treinta (30) días, los autores o partícipes 
liberen a la víctima en las mismas condiciones previstas en el numeral anterior.

5.

6.

7.

8.

9.

1.

2.

Artículo 268C. CIRCUNSTANCIAS DE ATENUACIÓN PUNITIVA. Las penas 
previstas en el artículo 286A se atenuarán en los siguientes casos: 

Si los autores o partícipes suministran información que conduzca a la recuperación 
del cadáver de la persona desaparecida, la pena se reducirá hasta en una octava (1/8) 
parte. 

3.

Parágrafo. Las reducciones de penas previstas en este artículo se aplicarán únicamente al 
autor(es) o partícipe(s) que libere(n) voluntariamente a la víctima o suministre(n) la 
información. 
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Artículo 279A. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena será de 
quince (15) a veinte (20) años en los siguientes casos: 

El apoyo a las investigaciones tiene como objetivo primordial encontrar el paradero de 
las personas desaparecidas (con vida o muertas), hacer la recuperación y entrega de los 
restos a los familiares, determinar las condiciones de la desaparición y establecer la 
identidad de los presuntos responsables.

Cuando el agente sea un servidor público o un particular que actúe bajo la 
determinación o con la aquiescencia de aquel.

1.

Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18) años, o 
mayor de sesenta (60) o mujer embarazada. 

Cuando se cometa por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: 
servidores públicos, periodistas, comunicadores sociales, defensores de los derechos 
humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes sindicales, 
políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos o víctimas de hechos 
punibles o faltas disciplinarias; o contra el cónyuge, o compañero o compañera 
permanente de las personas antes mencionadas, o contra sus parientes hasta el 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

Cuando se cometa utilizando bienes del Estado. 

Cuando se cometa para preparar, facilitar, ocultar o asegurar el producto o la 
impunidad de otro delito; o para impedir que la persona intervenga en actuaciones 
judiciales o disciplinarias. 

2.

3.

4.

5.

Ley 589 de 2000

Artículo 284A. DESPLAZAMIENTO FORZADO. El que de manera arbitraria, mediante 
violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la población, ocasione que 
uno o varios de sus miembros cambie el lugar de su residencia, incurrirá en prisión de quince 
(15) a treinta (30) años, en multa de quinientos (500) a dos mil (2.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de cinco (5) a 
diez (10) años. No se entenderá por desplazamiento forzado, el movimiento de población 
que realice la fuerza pública cuando tenga por objeto la seguridad de la población, o en 
desarrollo de imperiosas razones militares, de acuerdo con el Derecho Internacional 
Humanitario. 

Artículo 284B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena prevista 
en el artículo anterior será de treinta (30) a cuarenta (40) años, en los siguientes casos: 
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Artículo 322A. GENOCIDIO. El que con el propósito de destruir total o parcialmente a 

un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político que actúe dentro del marco de la ley, 
por razón de su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en 
prisión de cuarenta y cinco (45) a sesenta (60) años, en multa de quinientos (500) a dos mil 
(2.000) salarios mínimos mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones 
públicas de cinco (5) a diez (10) años.

La pena será de prisión de veinticinco (25) a cuarenta (40) años, la multa de cien (100) a 
quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes y la interdicción de derechos y 
funciones públicas de uno (1) a cinco (5) años cuando con el mismo propósito se cometiere 
cualquiera de los siguientes actos: 

a) Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo;

b) Embarazo forzado;

c) Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de 

acarrear su destrucción física, total o parcial;

d) Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo;

e) Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo. 
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Ley 589 de 2000

EXAMEN DE CONSTITUCIONALIDAD. “DECLÁRASE INEXEQUIBLE la frase “que 

actúe dentro del marco de la Ley,” contenida tanto en el artículo 322ª (sic) de la Ley 589 del 

2000, como en el artículo 101 de la Ley 599 del 2000”. Corte Constitucional, Sentencia C-177 

de 2001. 

Art. 2°  El artículo 29 numeral 2 del Código Penal quedará así: 

Artículo 29. El hecho se justifica cuando se comete: (...) 2. En cumplimiento de orden legítima 
de autoridad competente emitida con las formalidades legales. No se podrá reconocer la 
obediencia debida cuando se trate de genocidio, desaparición forzada y tortura.

Art. 3° El artículo 176 del Código Penal quedará así: Artículo 176. FAVORECIMIENTO. El que 
tenga conocimiento de la comisión de la conducta punible, y sin concierto previo, ayudare a 
eludir la acción de la autoridad o a entorpecer la investigación correspondiente, incurrirá en 
arresto de seis (6) meses a cuatro (4) años.

Si la conducta se realiza respecto de los delitos de genocidio, desaparición forzada, tortura, 
desplazamiento forzado, homicidio, extorsión, enriquecimiento ilícito, secuestro extorsivo, 
tráfico de drogas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, la pena será de cuatro (4) a 
doce (12) años de prisión. 

Art. 4°- El artículo 186 del Código Penal quedará así:

Artículo 186. CONCIERTO PARA DELINQUIR. Cuando varias personas se concierten 

con el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por ese solo hecho, con prisión 

de tres (3) a seis (6) años. Si actuasen en despoblado o con armas, la pena será de prisión de 

tres (3) a nueve (9) años. Si la conducta se realiza para cometer delitos de genocidio, 

desaparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, homicidio, terrorismo, 

narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o para organizar, promover, armar o financiar 

grupos armados al margen de la ley, la pena será de prisión de diez (10) a quince (15) años y 

multa de dos mil (2.000) hasta cincuenta mil (50.000) salarios mínimos mensuales legales 

vigentes.

La pena se aumentará del doble al triple para quienes organicen, fomenten, promuevan, 
dirijan, encabecen, constituyan o financien el concierto o la asociación para delinquir.
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Art. 5°- El artículo 188 del Código Penal quedará así:

Artículo 188. INSTIGACIÓN A DELINQUIR. El que pública y directamente incite a 
otro a la comisión de un determinado delito o género de delitos, por este solo hecho 
incurrirá en arresto de tres (3) meses a tres (3) años y multa de cincuenta (50) a doscientos 
(200) salarios mínimos mensuales legales vigentes. Si la conducta se realiza para cometer 
delitos de genocidio, desaparición forzada de personas, secuestro extorsivo, tortura, 
traslado forzoso de población u homicidio, la pena será de diez (10) a quince (15) años de 
prisión y multa de quinientos (500) a mil (1.000) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.

Art. 6°- El artículo 279 del Código Penal quedará así:

Artículo 279. TORTURA. El que inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos 
o psíquicos, con el fi n de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de 
castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido o de 
intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación 
incurrirá en prisión de ocho a quince años, multa de ochocientos (800) a dos mil (2.000) 
salarios mínimos legales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones 
públicas por el mismo término de la pena privativa de la libertad. En la misma pena incurrirá 
el que ocasione graves sufrimientos físicos con fines distintos a los descritos en el inciso 
anterior. No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente 
de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o fortuita de ellas.

Art. 7°- El numeral 8 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo tendrá un 
inciso segundo del siguiente tenor: Sin embargo, el término de caducidad de la acción de 
reparación directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha 
en que aparezca la víctima o, en su defecto, desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado 
en el proceso penal, sin perjuicio de que tal acción pueda intentarse desde el momento en 
que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la desaparición.

Art. 8°- COMISIÓN DE BÚSQUEDA DE PERSONAS DESAPARECIDAS. Créase una 
comisión nacional y permanente de búsqueda de personas desaparecidas con el fin de 
apoyar y promover la investigación del delito de desaparición forzada, con pleno respeto de 
las competencias institucionales y de las facultades de los sujetos procesales.
Esta comisión diseñará, evaluará y apoyará la ejecución de los planes de búsqueda de 
personas desaparecidas y conformará grupos de trabajo para casos específicos.
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La Comisión estará integrada por las siguientes personas:

El (la) Fiscal(a) General de la Nación 

El (la) Procurador(a) General de la Nación 

El (la) Defensor(a) del Pueblo 

El (la) Ministro(a) de Defensa o un delegado de la Oficina de Derechos Humanos del 
Ministerio de Defensa

El (la) Director(a) del Programa Presidencial para los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario de la Vicepresidencia de la República

El (la) Director(a) de la Dirección Operativa para la defensa de la libertad personal

El (la) Director (a) del Instituto Nacional  de Medicina Legal y Ciencias Forenses 

Un (a) Representante de la Asociación de Familiares de Detenidos Desaparecidos, 
ASFADDES.

Un (a) Representante de las Organizaciones no Gubernamentales de Derechos 
Humanos escogidas por ellas mismas, – CCJ.

Parágrafo. Las labores de búsqueda se extenderán incluso a los casos acaecidos con 
anterioridad a la expedición de esta Ley.

Art. 9°- REGISTRO NACIONAL DE DESAPARECIDOS. El Gobierno Nacional diseñará 
y pondrá en marcha un registro nacional de desaparecidos en el que se incluirán todos los 
datos de identificación de las personas desaparecidas y de inhumación y exhumación de 
cadáveres de personas no identificadas, el cual deberá contener como mínimo los siguientes 
datos:

Identidad de las personas desaparecidas.
Lugar y fecha de los hechos.
Relación de los cadáveres, restos exhumados o inhumados, de personas no 
identificadas, con la indicación del lugar y fecha del hallazgo, condiciones, 
características, evidencias, resultados de estudios técnicos, científicos o testimoniales 
y cualquier dato que conduzca a su identificación. 

1.
2.
3.

Ley 589 de 2000
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El Registro Nacional de Desaparecidos será coordinado por el Instituto Nacional de 
Medicina Legal y funcionará en su sede. 

En la resolución que dé inicio a la investigación previa, o a la instrucción del proceso penal, o 
a la indagación preliminar o a la investigación en el proceso disciplinario, el Fiscal o el 
funcionario competente de la Procuraduría General de la Nación, según el caso, ordenará 
enviar todos los datos de la víctima al registro y solicitará la información necesaria para 
localizarla. 

Art. 10°- ADMINISTRACIÓN DE LOS BIENES DE LAS PERSONAS VÍCTIMAS 
DEL DELITO DE DESAPARICIÓN FORZADA. La autoridad judicial que conoce o 
dirige el proceso por el delito de desaparición forzada, podrá autorizar al cónyuge, 
compañero o compañera permanente, a alguno de los padres o de los hijos del desaparecido 
para que provisionalmente asuman la disposición y administración de todos o parte de sus 
bienes, en cuanto fueren de su manejo exclusivo. Quien sea autorizado, actuará como 
curador de conformidad con las leyes civiles sobre la materia.

El funcionario judicial remitirá estas diligencias a la autoridad competente, quien adoptará 
en forma definitiva las decisiones que considere pertinentes.

Parágrafo 1°. La misma autoridad judicial podrá autorizar a quien actúe como curador para 
que continúe percibiendo el salario u honorarios a que tenga derecho el desaparecido, hasta 
por el término de dos (2) años, si este fuera un servidor público.

Parágrafo 2°. Igual tratamiento tendrá, hasta tanto se produzca su libertad. El servidor 
público que sea sujeto pasivo del delito de secuestro.

EXAMEN DE CONSTITUCIONALIDAD.

“Declarar EXEQUIBLE el parágrafo primero del artículo 10 de la Ley 589 de 2000, salvo la 
expresión “hasta por el término de dos (2) años, si este fuera un servidor público”, que se 
declara INEXEQUIBLE en los términos señalados en esta sentencia.

“Declarar EXEQUIBLE el parágrafo segundo del artículo 10 de la Ley 589 de 2000, salvo la 
expresión “servidor público”, que se declara INEXEQUIBLE en los términos señalados en esta 
sentencia”. Corte Constitucional, Sentencia C-400 de 2003.

Art. 11°- OBLIGACIONES DEL ESTADO. Sin perjuicio de la extinción de la acción penal 
o terminación del proceso por cualquier causa, en el delito de desaparición forzada de 
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personas, el Estado tiene la obligación permanente de realizar todas las acciones necesarias 
tendientes a establecer el paradero de la víctima, conocer sobre las razones de su 
desaparición e informar sobre ello a sus familiares.

Art. 12°- REGISTRO DE PERSONAS CAPTURADAS Y DETENIDAS. Las personas 
privadas de la libertad sólo podrán permanecer recluidas en los establecimientos e 
instituciones autorizadas para el efecto en los términos consagrados en la Constitución 

Los organismos de Seguridad del Estado y de Policía Judicial y las instituciones carcelarias 
llevarán registros oficiales debidamente sistematizados y comunicados por red a nivel 
nacional de las personas capturadas o detenidas con indicación de la fecha y hora de ingreso, 
motivo de la aprehensión o detención, trámite dado a su situación y autoridad ante la cual 
fue puesto o se encuentra a disposición. Este registro estará a disposición inmediata de 
cualquier persona.

Aquellas entidades dispondrán, además, de una línea telefónica gratuita permanente a 
disposición de la ciudadanía para suministrar la información a la que se refiere el inciso 
anterior.

Art. 13°- MECANISMO DE BÚSQUEDA URGENTE. Si no se conoce el paradero de una 
persona se podrá solicitar a cualquier autoridad judicial, por parte de terceros y sin 
necesidad de mandato alguno, que disponga de inmediato de una búsqueda urgente para 
realizar todas las diligencias necesarias, tanto en relación con autoridades y dependencias 
públicas como con particulares y lugares de carácter privado, para dar con su paradero.

Si dichas diligencias o algunas de ellas deben practicarse en lugares distintos a su jurisdicción, 
la autoridad judicial que haya decretado la búsqueda urgente solicitará la colaboración de 
jueces o fiscales del respectivo lugar, mediante despacho comisorio que será comunicado 
por la vía más rápida posible y que deberá ser anunciado de inmediato por medio 
telefónico, de tal forma que no sea necesario el recibo físico de la documentación por parte 
del comisionado para que este inicie su colaboración en la búsqueda urgente.

Si se logra ubicar el paradero de la persona y esta ha sido privada de la libertad por servidor 
público, el funcionario judicial ordenará de inmediato su traslado al centro de reclusión más 
cercano dentro de los términos establecidos en la ley y, si fuere competente, dará inicio al 
trámite de hábeas corpus.

Si la persona se encuentra retenida por particulares o en un sitio que no sea dependencia 
pública, se dispondrá de inmediato, lo necesario para que la autoridad competente proceda 
a su rescate.

Ley 589 de 2000
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Lo dispuesto en este artículo se aplica sin perjuicio de las investigaciones penales y 
disciplinarias a que haya lugar.

Los servidores públicos tienen la obligación de prestar su colaboración y apoyo para el 
cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.

Art. 14°- Los delitos que tipifica la presente ley no son amnistiables ni indultables.

Art. 15°- Los delitos que tipifica la presente ley serán de conocimiento de los jueces penales 
de circuito especializados.

Art. 16°- DEROGATORIAS. La presente ley deroga expresamente todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Art. 17°- VIGENCIA. La presente ley rige a partir de su publicación. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 6 de julio de 2000

Publicada en el Diario Oficial N° 44.073 del 7 de julio de 2000
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Diario Oficial N° 44.632, de 1 de diciembre de 2001, Por medio de la cual se aprueba la 
"Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas", hecha en Belém 

do Pará, el nueve (9) de junio de mil novecientos noventa y cuatro (1994).

 EL CONGRESO DE COLOMBIA

Visto el texto de la "Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas", hecha en Belém do Pará, el nueve (9) de junio de mil novecientos noventa y 

cuatro (1994), que a la letra dice:
(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del instrumento internacional 

mencionado).

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE DESAPARICIÓN FORZADA DE 
PERSONAS

Los Estados miembros de la Organización de los Estados Americanos, Preocupados por el 
hecho de que subsiste la desaparición forzada de personas; 

Reafirmando que el sentido genuino de la solidaridad americana y de la buena vecindad no 
puede ser otro que el de consolidar en este Hemisferio, dentro del marco de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el respeto de 
los derechos esenciales del hombre; 

Considerando que la desaparición forzada de personas constituye una afrenta a la 
conciencia del Hemisferio y una grave ofensa de naturaleza odiosa a la dignidad intrínseca de 
la persona humana, en contradicción con los principios y propósitos consagrados en la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos;

Considerando que la desaparición forzada de personas viola múltiples derechos esenciales 
de la persona humana de carácter inderogable, tal como están consagrados en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de Derechos Humanos;

Recordando que la protección internacional de los derechos humanos es de naturaleza 
convencional coadyuvante o complementaria de la que ofrece el derecho interno y tiene 
como fundamento los atributos de la persona humana;
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Reafirmando que la práctica sistemática de la desaparición forzada de personas constituye 
un crimen de lesa humanidad;

Esperando que esta Convención contribuya a prevenir, sancionar y suprimir la desaparición 
forzada de personas en el Hemisferio y constituya un aporte decisivo para la protección de 
los derechos humanos y el estado de derecho,

Resuelven adoptar la siguiente Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas:

ARTÍCULO I

Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a:
a) No practicar, no permitir, ni tolerar la desaparición forzada de personas, ni aun en estado 
de emergencia, excepción o suspensión de garantías individuales;
b) Sancionar en el ámbito de su jurisdicción a los autores, cómplices y encubridores del 
delito de desaparición forzada de personas, así como la tentativa de comisión del mismo;
c) Cooperar entre sí para contribuir a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada 
de personas; y
d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o de cualquier otra 
índole, necesarias para cumplir con los compromisos asumidos en la presente Convención.

ARTÍCULO II

Para los efectos de la presente Convención, se considera desaparición forzada la privación de 
la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del 
Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la 
aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer 
dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se 
impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes.

ARTÍCULO III

Los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales, las medidas legislativas que fueren necesarias para tipificar como delito la 
desaparición forzada de personas, y a imponerle una pena apropiada que tenga en cuenta su 
extrema gravedad. Dicho delito será considerado como continuado o permanente 
mientras no se establezca el destino o paradero de la víctima. Los Estados Partes podrán 
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ARTÍCULO IV

Los hechos constitutivos de la desaparición forzada de personas serán considerados delitos 
en cualquier Estado Parte. En consecuencia, cada Estado Parte adoptará las medidas para 
establecer su jurisdicción sobre la causa en los siguientes casos:

a) Cuando la desaparición forzada de personas o cualesquiera de sus hechos constitutivos 
hayan sido cometidos en el ámbito de su jurisdicción;

b) Cuando el imputado sea nacional de ese Estado;

c) Cuando la víctima sea nacional de ese Estado y este lo considere apropiado.

Todo Estado Parte tomará, además, las medidas necesarias para establecer su jurisdicción 
sobre el delito descrito en la presente Convención cuando el presunto delincuente se 
encuentre dentro de su territorio y no proceda a extraditarlo. Esta Convención no faculta a 
un Estado Parte para emprender en el territorio de otro Estado Parte el ejercicio de la 
jurisdicción ni el desempeño de las funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de 
la otra Parte por su legislación interna.

ARTÍCULO V

La desaparición forzada de personas no será considerada delito político para los efectos de 
extradición. La desaparición forzada se considerará incluida entre los delitos que dan lugar a 
extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes. Los Estados 
Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada como susceptible de 
extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí en el futuro. Todo Estado 
Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado y reciba de otro Estado Parte 
con el que no tiene tratado una solicitud de extradición podrá considerar la presente 
Convención como la base jurídica necesaria para la extradición referente al delito de 
desaparición forzada. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de 
un tratado reconocerán dicho delito como susceptible de extradición, con sujeción a las 
condiciones exigidas por el derecho del Estado requerido. La extradición estará sujeta a las 
disposiciones previstas en la Constitución y demás leyes del Estado requerido.

establecer circunstancias atenuantes para los que hubieren participado en actos que 
constituyan una aplicación de la ley, se imparta la educación necesaria sobre el delito de 
desaparición forzada de personas.



28

ARTÍCULO VI

Cuando un Estado Parte no conceda la extradición, someterá el caso a sus autoridades 
competentes como si el delito se hubiere cometido en el ámbito de su jurisdicción, para 
efectos de investigación y, cuando corresponda, de proceso penal, de conformidad con su 
legislación nacional. La decisión que adopten dichas autoridades será comunicada al Estado 
que haya solicitado la extradición.

ARTÍCULO VII

La acción penal derivada de la desaparición forzada de personas y la pena que se imponga 
judicialmente al responsable de la misma no estarán sujetas a prescripción. Sin embargo, 
cuando existiera una norma de carácter fundamental que impidiera la aplicación de lo 
estipulado en el párrafo anterior, el período de prescripción deberá ser igual al del delito 
más grave en la legislación interna, del respectivo Estado Parte.

ARTÍCULO VIII

No se admitirá la eximente de la obediencia debida a órdenes o instrucciones superiores 
que dispongan, autoricen o alienten la desaparición forzada. Toda persona que reciba tales 
órdenes tiene el derecho y el deber de no obedecerlas. Los Estados Partes velarán asimismo 
por que, en la formación del personal o de los funcionarios públicos encargados de la 
aplicación de la ley, se imparta la educación necesaria sobre el delito de desaparición 
forzada de personas.

ARTÍCULO IX

Los presuntos responsables de los hechos constitutivos del delito de desaparición forzada 
de personas sólo podrán ser juzgados por las jurisdicciones de derecho común 
competentes en cada Estado, con exclusión de toda jurisdicción especial, en particular la 
militar. Los hechos constitutivos de la desaparición forzada no podrán considerarse como 
cometidos en el ejercicio de las funciones militares. No se admitirán privilegios, 
inmunidades, ni dispensas especiales en tales procesos, sin perjuicio de las disposiciones que 
figuran en la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.

ARTÍCULO X

En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales, tales como estado de 
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia 
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pública, como justificación de la desaparición forzada de personas. En tales casos, el derecho 
a procedimientos o recursos judiciales rápidos, eficaces se conservará como medio para 
determinar el paradero de las personas privadas de libertad o su estado de salud o para 
individualizar a la autoridad que ordenó la privación de libertad o la hizo efectiva. En la 
tramitación de dichos procedimientos o recursos y conforme al derecho interno respectivo, 
las autoridades judiciales competentes tendrán libre e inmediato acceso a todo centro de 
detención y a cada una de sus dependencias, así como a todo lugar donde haya motivos 
para creer que se puede encontrar a la persona desaparecida, incluso lugares sujetos a la 
jurisdicción militar.

Ley 707 de 2001

ARTÍCULO XI

Toda persona privada de libertad debe ser mantenida en lugares de detención oficialmente reconocidos y 
presentada sin demora, conforme a la legislación interna respectiva, a la autoridad judicial competente. 
Los Estados Partes establecerán y mantendrán registros oficiales actualizados sobre sus detenidos y, 
conforme a su legislación interna, los pondrán a disposición de los familiares, jueces, abogados, cualquier 
persona con interés legítimo y otras autoridades.

ARTÍCULO XII

Los Estados Partes se prestarán recíproca cooperación en la búsqueda, identificación, localización y 
restitución de menores que hubieren sido trasladados a otro Estado o retenidos en este, como 
consecuencia de la desaparición forzada de sus padres, tutores o guardadores.

ARTÍCULO XIII

Para los efectos de la presente Convención, el trámite de las peticiones o comunicaciones presentadas 
ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en que se alegue la desaparición forzada de 
personas estará sujeto a los procedimientos establecidos en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y en los Estatutos y Reglamentos de la Comisión y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, incluso las normas relativas a medidas cautelares.

ARTÍCULO XIV

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos reciba una petición o comunicación sobre una supuesta desaparición forzada se dirigirá, por 
medio de su Secretaría Ejecutiva, en forma urgente y confidencial, al correspondiente gobierno 
solicitándole que proporcione a la mayor brevedad posible la información sobre el paradero de la persona 
presuntamente desaparecida y demás información que estime pertinente, sin que esta solicitud 
prejuzgue la admisibilidad de la petición.
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ARTÍCULO XV

Nada de lo estipulado en la presente Convención se interpretará en sentido restrictivo de 
otros tratados bilaterales o multilaterales u otros acuerdos suscritos entre las Partes. Esta 
Convención no se aplicará a conflictos armados internacionales regidos por los Convenios 
de Ginebra de 1949 y sus Protocolos, relativos a la protección de los heridos, enfermos y 
náufragos de las fuerzas armadas, y a prisioneros y civiles en tiempo de guerra.

ARTÍCULO XVI

La presente Convención está abierta a la firma de los Estados miembros de la Organización 
de los Estados Americanos.

ARTÍCULO XVII

La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se 
depositarán en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

ARTÍCULO XVIII

La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquier otro Estado. Los 
instrumentos de adhesión se depositarán en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos.

ARTÍCULO XIX

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención en el momento de 
aprobarla, firmarla, ratificarla o adherirse a ella, siempre que no sean incompatibles con el 
objeto y propósito de la Convención y versen sobre una o más disposiciones específicas.

ARTÍCULO XX

La presente Convención entrará en vigor para los Estados ratificantes el trigésimo día a partir 
de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de ratificación. Para cada 
Estado que ratifique la Convención o adhiera a ella después de haber sido depositado el 
segundo instrumento de ratificación, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

L
ey

 7
0

7 
d

e 
20

0
1



ARTÍCULO XXI

La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera de los Estados Partes 
podrá denunciarla. El instrumento de denuncia será depositado en la Secretaría General de 
la Organización de los Estados Americanos. Transcurrido un año, contado a partir de la 
fecha de depósito del instrumento de denuncia, la Convención cesará en sus efectos para el 
Estado denunciante y permanecerá en vigor para los demás Estados Partes.

ARTÍCULO XXII

El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos en español, francés, inglés y 
portugués son igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos, la cual enviará copia auténtica de su texto, para su 
registro y publicación, a la Secretaría de las Naciones Unidas, de conformidad con el artículo 
102 de la Carta de las Naciones Unidas. La Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos notificará a los Estados miembros de dicha Organización y a los Estados 
que se hayan adherido a la Convención, las firmas, los depósitos de instrumentos de 
ratificación, adhesión y denuncia, así como las reservas que hubiese. En fe de lo cual los 
plenipotenciarios infraescritos, debidamente autorizados por sus respectivos gobiernos, 
firman el presente Convenio, que se llamará "Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas". Hecha en la ciudad de Belém do Pará, Brasil, el 9 de junio 
de mil novecientos noventa y cuatro.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2000
Aprobada, sométase a la consideración del honorable Congreso Nacional para los 

efectos constitucionales. 

(Fdo.) ANDRÉS PASTRANA ARANGO 
El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández De Soto. 

ARTÍCULO 1°

Apruébase la "Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas", hecha 
en Bélem do Pará, el nueve (9) de junio de mil novecientos noventa y cuatro (1994).
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ARTÍCULO 2°. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o. de la Ley 7a. de 1944, la "Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas", hecha en Bélem do Pará, el nueve 
(9) de junio de mil novecientos noventa y cuatro (1994), que por el artículo primero de esta 
ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

ARTÍCULO 3°. 

La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 
CARLOS GARCÍA ORJUELA. 

El Secretario General del honorable Senado de la República,
MANUEL ENRÍQUEZ ROSERO. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
GUILLERMO GAVIRIA ZAPATA. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
ANGELINO LIZCANO RIVERA. 

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE. 
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la 

Constitución Política. 
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de noviembre de 2001. 

ANDRÉS PASTRANA ARANGO 

El Ministro de Relaciones Exteriores, 
GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO.

 
El Ministro de Justicia y del Derecho,
 RÓMULO GONZÁLEZ TRUJILLO.
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Artículo 1º. Naturaleza y finalidad. El mecanismo de búsqueda urgente es un mecanismo 
público tutelar de la libertad y la integridad personales y de los demás derechos y garantías 
que se consagran en favor de las personas que se presume han sido desaparecidas. Tiene por 
objeto que las autoridades judiciales realicen, en forma inmediata, todas las diligencias 
necesarias tendientes a su localización, como mecanismo efectivo para prevenir la comisión 
del delito de desaparición forzada.

En ningún caso, el mecanismo de búsqueda urgente podrá ser considerado como obstáculo, 
limitación o trámite previo a la acción constitucional del hábeas corpus o a la investigación 
penal del hecho.

Artículo 2°. Gratuidad. Ninguna actuación dentro del mecanismo de búsqueda urgente 
causará erogación a los particulares que en él intervienen.

Artículo 3º. Titulares. Quien sepa que una persona ha sido probablemente desaparecida, 
podrá solicitar a cualquier autoridad judicial la activación del mecanismo de búsqueda 

Los agentes y demás miembros del Ministerio Público podrán solicitar la activación del 
mecanismo de búsqueda urgente sin que deban realizar procedimientos o investigaciones 
previas o preliminares. Lo anterior, sin perjuicio de sus competencias disciplinarias, de 
intervención judicial o de protección de los derechos humanos.

Ley 971 de 2005

Por medio de la cual se reglamenta el mecanismo de búsqueda urgente y se 
dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia 
DECRETA:

CAPÍTULO PRIMERO
El mecanismo de búsqueda urgente para la prevención del delito 

de desaparición forzada



Los servidores públicos que, por cualquier medio, se enteren de que una persona ha sido 
probablemente desaparecida deberán, de oficio, activar el mecanismo de búsqueda urgente, 
si fueren competentes, o dar aviso del hecho a cualquier autoridad judicial para que proceda 
a activarlo. Si el servidor público recibe la noticia de una fuente anónima, valorará su 
contenido para determinar si actúa de acuerdo con lo señalado en este inciso.
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Artículo 4°. Contenido de la solicitud. Quien solicite la activación del mecanismo de 
búsqueda urgente deberá comunicar a la autoridad judicial, verbalmente o por escrito, los 
hechos y circunstancias por los cuales solicita la activación del mecanismo, y sus nombres, 
apellidos, documento de identificación y lugar de residencia. Si el peticionario fuese un 
servidor público, deberá indicar el cargo que desempeña.

La autoridad judicial ante quien se solicite la activación del mecanismo de búsqueda deberá, 
en ese mismo momento, recabar información en relación con los siguientes aspectos.

El nombre de la persona en favor de la cual se debe activar el mecanismo de 
búsqueda urgente, su documento de identificación, lugar de residencia, rasgos y 
características morfológicas, las prendas de vestir y elementos de uso personal que 
portaba al momento del hecho y todos los demás datos que permitan su 
individualización.

Los hechos y circunstancias que permitan establecer o lleven a presumir que la 
persona en favor de la cual se solicita la activación del mecanismo de búsqueda 
urgente es víctima de un delito de desaparición forzada de personas, incluyendo la 
información conocida concerniente al lugar y fecha de la desaparición y a los posibles 
testigos del hecho. 

Toda la información que se tenga sobre la persona en cuyo favor se invoca el 
mecanismo, incluyendo, cuando fuere del caso, el lugar al que posiblemente fue 
conducida y la autoridad que realizó la aprehensión. 

Si el peticionario ha solicitado a las autoridades posiblemente implicadas en la 
desaparición información sobre el paradero de la víctima y si estas han negado la 
aprehensión, retención o detención. 

Si el hecho ha sido denunciado ante otras autoridades.

1.

2.

3.

4.

5.



Cuando el solicitante no conociere las informaciones anteriores o cualesquiera otras que la 
autoridad judicial considerare pertinentes para realizar las gestiones y diligencias de 
búsqueda urgente, el funcionario judicial deberá recabarlas de otras fuentes, sin perjuicio de 
que simultáneamente realice todas las actividades tendientes a dar con el paradero de la 
persona o personas.

En la solicitud de activación del mecanismo de búsqueda urgente, el peticionario podrá 
solicitar al funcionario judicial la práctica de las diligencias que considere pertinentes para 
dar con el paradero de la persona, e indicar los lugares en los cuales se deben realizar las 
diligencias que permitan obtener la finalidad del mecanismo de búsqueda urgente.
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Artículo 5º. Trámite. La solicitud de activación del mecanismo de búsqueda urgente no se 
someterá a reparto y deberá ser tramitada por el funcionario judicial ante quien se presente. 
Sin embargo, quien solicita la activación del mecanismo de búsqueda urgente o el agente del 
Ministerio Público podrán pedir el traslado de las diligencias a otra autoridad judicial cuando 
dispongan de información que indique la afectación de la independencia e imparcialidad de 
quien se encuentra conociéndolo. De igual manera podrá proceder el funcionario judicial 
que se encuentre tramitando el mecanismo de búsqueda, cuando considere que respecto de 
él concurren circunstancias que podrían afectar su independencia e imparcialidad en el 
desarrollo del mecanismo.

Cuando se ordene la activación del mecanismo de búsqueda urgente, el funcionario judicial 
dará aviso inmediato al agente del Ministerio Público para que participe en las diligencias.

Recibida la solicitud, el funcionario judicial tendrá un término no mayor de veinticuatro (24) 
horas para darle trámite e iniciar las diligencias pertinentes. Asimismo, deberá requerir de las 
autoridades que conozcan de la investigación o juzgamiento del delito de desaparición 
forzada toda la información que pueda resultar conducente para la localización y liberación 
de la víctima de la desaparición.

El funcionario judicial informará de inmediato sobre la solicitud de activación del 
mecanismo de búsqueda urgente a la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas, al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, al Departamento 
Administrativo de Seguridad, a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la Fiscalía General 
de la Nación y a las demás autoridades que tengan registrados datos de la víctima o de 
personas desaparecidas o cadáveres sin identificar, para que se realicen las confrontaciones 
de datos que fueren pertinentes a fin de recopilar información útil para el hallazgo de la 
víctima.
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La autoridad judicial que, injustificadamente, se niegue a dar inicio a un mecanismo de 
búsqueda urgente incurrirá en falta gravísima.

Artículo 6°. Procedencia. La solicitud para que se active el mecanismo de búsqueda 
urgente procede desde el momento en que se presume que una persona ha sido 
desaparecida.

Si el funcionario judicial ante quien se dirige la solicitud la considerare infundada, lo 
declarará así, mediante providencia motivada, dentro de un término no mayor de 
veinticuatro (24) horas, contadas desde el momento en el que se le solicitó activar el 
mecanismo de búsqueda. La decisión, deberá ser notifi cada al solicitante y al agente del 
Ministerio Público. Tanto el peticionario como el representante del Ministerio Público 
podrán interponer, dentro del término de veinticuatro (24) horas, recurso de reposición 
contra esta providencia, recurso que se resolverá en el mismo término y en subsidio el de 
apelación el cual deberá resolverse dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes a su 
interposición.

En todo caso, cuantas veces se tenga noticia sobre el lugar donde pueda encontrarse la 
persona o el cadáver de la persona que habría sido desaparecida, se podrá solicitar a 
cualquier autoridad judicial que active el mecanismo de búsqueda urgente en los términos 
establecidos en la ley. Cuando el funcionario judicial que reciba la solicitud considere que 
esta es infundada, se procederá en la forma establecida en el inciso precedente.

En ningún caso podrá exigirse que transcurra un determinado lapso para la presentación de 
la solicitud de activación del mecanismo de búsqueda urgente, ni las autoridades podrán 
negarse a practicar las diligencias que de ellas se soliciten, o les sean ordenadas, so pretexto 
de que existen plazos legales para considerar a la persona como desaparecida.

 Las autoridades judiciales 
competentes para impulsar el mecanismo de búsqueda urgente tendrán, entre otras, las 
siguientes facultades:

Artículo 7°. Facultades de las autoridades judiciales.

Ingresar y registrar sin previo aviso, de oficio o por indicación del solicitante, a los 
centros destinados a la privación de la libertad de las personas o a las sedes, 
instalaciones, oficinas o dependencias oficiales con el fin de establecer si la persona 
que se presume desaparecida se halla en dichos lugares. Cuando se trate de inmuebles 
particulares, la autoridad judicial deberá proferir mandamiento escrito para proceder 
a realizar la inspección, salvo que el morador del inmueble autorice el ingreso y 
registro.

1.
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Solicitar al superior respectivo que, en forma inmediata y provisional, separe del cargo 
que viene ejerciendo al servidor público contra quien se pueda inferir razonablemente 
responsabilidad en la desaparición forzada de una persona, con el objeto de evitar que 
su permanencia en el cargo pueda ser utilizada para obstaculizar el desarrollo normal 
de la búsqueda urgente o para intimidar a familiares de la víctima o testigos del hecho. 
La misma medida podrá solicitarse contra los servidores públicos que obstaculicen el 
desarrollo de la búsqueda urgente o intimiden a los familiares de la víctima o a los 
testigos del hecho. El superior respectivo de los servidores sobre quienes recaiga esta 
medida deberá, so pena de comprometer su responsabilidad, tomar todas las 
previsiones para garantizar la efectividad de la búsqueda. 

2.

Requerir el apoyo de la Fuerza Pública y de los organismos con funciones de policía 
judicial para practicar las diligencias tendientes a localizar la persona desaparecida y 
obtener su liberación. Las autoridades requeridas no podrán negar su apoyo en ningún 
caso. 

Acopiar la información que consideren pertinente para dar con el paradero de la 
persona desaparecida, por el medio que consideren necesario y sin necesidad de 
formalidades.

3.

4.

La Procuraduría deberá contribuir a que el mecanismo de búsqueda urgente cumpla con el 
objetivo que se propone y, por lo tanto, ejercerá, en coordinación con la autoridad judicial, 
las atribuciones que le confieren la Constitución y la ley dentro de la órbita de su 
competencia. La autoridad judicial informará inmediatamente al funcionario de la 
Procuraduría que atienda el caso acerca de la manera como cumple las atribuciones 
señaladas en este artículo.

Artículo 8°. Deber especial de los servidores públicos. Los miembros de la fuerza 
pública, de los organismos de seguridad o de cualquier otra entidad del Estado permitirán y 
facilitarán el acceso a sus instalaciones, guarniciones, estaciones y dependencias, o a aquellas 
instalaciones donde actúen sus miembros, a los servidores públicos que, en desarrollo de un 
mecanismo de búsqueda urgente, realicen diligencias para dar con el paradero de la persona 
o personas en cuyo favor se instauró el mecanismo. 

El servidor público que injustificadamente se niegue a colaborar con el eficaz desarrollo del 
mecanismo de búsqueda incurrirá en falta gravísima. 

Artículo 9°. Comisión. Si las diligencias o pruebas por realizar deben practicarse en lugares 
distintos a la jurisdicción de la autoridad judicial de conocimiento, esta solicitará la 
colaboración de jueces o fiscales, mediante despacho comisorio que será comunicado por la 
vía más rápida posible y que deberá ser anunciado por medio telefónico o por cualquier 



38
L

ey
 9

71
 d

e 
20

0
5

otro medio expedito, de tal forma que no sea necesario el recibo físico de la documentación 
por parte del comisionado para que este inicie su colaboración con la búsqueda urgente. 

Artículo 10. Rescate del desaparecido que se encuentra en poder de particulares y 
terminación de la actuación. En cualquier momento en el que se logre determinar que la 
persona se halla en poder de particulares o en sitio que no es dependencia pública, el 
funcionario competente dará aviso a la Fuerza Pública y a los organismos con facultades de 
policía judicial para que procedan a su liberación, la cual se realizará bajo su dirección 
personal. Igualmente, la autoridad judicial dispondrá lo necesario para que, si fuere el caso, 
se inicien las investigaciones penales y disciplinarias correspondientes.

Obtenida la liberación, se dará por terminado el mecanismo de búsqueda y se remitirá un 
informe detallado sobre las diligencias realizadas y sus resultados al fiscal competente para 
adelantar la investigación penal por el delito que corresponda. El reporte se incorporará a la 
actuación penal como medio de prueba. 

Artículo 11. Procedimiento en caso de que la persona sea hallada privada de la 
libertad por autoridades públicas. En el caso en el que la persona en favor de la cual se 
activó el mecanismo de búsqueda urgente sea hallada ilegalmente privada de la libertad por 
autoridades públicas, se dispondrá su liberación inmediata. Si la misma no fuere procedente, 
se pondrá a disposición de la autoridad competente y se ordenará su traslado al centro de 
reclusión más cercano. De ser pertinente, el funcionario dará inicio al trámite de hábeas 
corpus. 

Artículo 12. Garantías de liberación. Cuando el mecanismo de búsqueda urgente 
permita dar con el paradero de la persona y esta deba ser liberada por la autoridad o el 
funcionario responsable de la aprehensión, dicha liberación deberá producirse en presencia 
de un familiar, del agente del Ministerio Público o del representante legal de la víctima, o en 
lugar que brinde plenas garantías al liberado para la protección de su vida, su libertad y su 
integridad personal. 

Artículo 13. Terminación de la actuación. Si practicadas las diligencias que se estimaren 
conducentes en desarrollo del mecanismo de búsqueda urgente no se hallare al 
desaparecido, y hubiesen transcurrido cuando menos dos meses desde la iniciación del 
mecanismo, el funcionario judicial competente ordenará la terminación de la actuación y 
remitirá a la Fiscalía el informe correspondiente. 

Artículo 14. Derecho de los familiares a obtener la entrega inmediata del cadáver. 
Cuando la persona en favor de la cual se activó el mecanismo de búsqueda urgente sea 
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hallada sin vida, se adoptarán todas las medidas necesarias para la entrega de su cadáver a los 
familiares, independientemente de que se haya establecido la identidad de los responsables 
de la desaparición o de la muerte y de que se les haya iniciado investigación por los hechos 
delictivos que puedan configurarse. En todo caso, dicha entrega se hará a condición de 
preservar los restos para el efecto de posibles investigaciones futuras. 

Artículo 15. Derechos de los peticionarios, de los familiares, de las Comisiones de Derechos 
Humanos y Audiencias del Congreso de la República y de la Comisión Nacional de 
Búsqueda. 

El peticionario y los familiares de la persona que presumiblemente ha sido desaparecida 
tendrán derecho, en todo momento, a conocer de las diligencias realizadas para la 
búsqueda. Las Comisiones de Derechos Humanos y Audiencias del Congreso de la 
República y la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas también podrán 
solicitar informes sobre la forma como se adelantan las investigaciones. 
Siempre y cuando su presencia no obstaculice el desarrollo de las actuaciones o el hallazgo 
del desaparecido, el funcionario judicial podrá autorizar la participación del peticionario, de 
los familiares de la presunta víctima y de un representante de la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas en las diligencias que se adelanten. 

Parágrafo. Ni al peticionario, ni a los familiares de la persona presuntamente desaparecida, 
ni a las Comisiones de Derechos Humanos y Audiencias del Congreso de la República, ni a la 
Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas será posible oponer la reserva 
de la información para conocer sobre el desarrollo del mecanismo de búsqueda inmediata. 

Artículo 16. Protección de víctimas y testigos. En la activación y desarrollo del 
mecanismo de búsqueda urgente se aplicarán las reglas relativas a la protección de víctimas 
y testigos, de acuerdo con lo que establece el Código de Procedimiento Penal, el Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía y las demás normas que lo desarrollen, previa solicitud del 
funcionario judicial a la Fiscalía General de la Nación. 

Artículo 17. Remisión. Cuando no exista norma que regule un procedimiento para la 
tramitación del mecanismo de búsqueda urgente y la práctica de las diligencias que surjan 
de él, se aplicarán las normas que regulan la acción de hábeas corpus y las del Código de 
Procedimiento Penal, teniendo en cuenta, en todo caso, que la finalidad primordial de este 
mecanismo público tutelar de la libertad, la integridad personal y demás derechos y 
garantías que se consagran en favor de toda persona que se presume ha sido desaparecida, 
es la de prevenir la consumación del delito de desaparición forzada de personas.
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CAPÍTULO SEGUNDO

Del fondo cuenta para el funcionamiento de la Comisión Nacional de Búsqueda

Artículo 18. Del Fondo Especial. Créase un fondo cuenta dentro de la Defensoría del 
Pueblo, como un sistema separado de cuentas, para el manejo de los recursos provenientes 
de las donaciones, aportes y recursos que destinen las organizaciones y entidades privadas y 
públicas, nacionales y extranjeras, así como sus rendimientos, para el manejo y la promoción 
de las actividades asignadas a la Comisión de Búsqueda y de las autoridades judiciales 
establecidas en el artículo 1° de esta ley.

Artículo 19. Funciones del Fondo Especial. El Fondo tendrá como función promover, 
impulsar y apoyar las labores que deba adelantar la Comisión Nacional de Búsqueda, en 
desarrollo de las facultades asignadas en la Ley 589 de 2000 y demás normas que la 
complementen o adicionen.

Las entidades públicas representadas en la Comisión de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas podrán celebrar convenios interadministrativos para el cumplimiento de las 
funciones de esta última.

CAPÍTULO TERCERO
Vigencia y derogatoria

Artículo 20. Vigencia y derogatoria. La presente ley rige a partir de su sanción y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL 
Publíquese y cúmplase 

Dada en Bogotá, D. C., a 14 de julio de 2005 
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ARTÍCULO 1°. La presente ley tiene como objeto rendir homenaje a las víctimas del delito 
de desaparición forzada, adoptar medidas para su localización y plena identificación, y 
brindar asistencia a los familiares de las mismas durante el proceso de entrega de los cuerpos 
o restos exhumados.

ARTÍCULO 2°. Para los efectos de la presente ley, se entenderá por:

Víctima. La persona que ha sido sometida a desaparición forzada en los términos del 
artículo 165 de la Ley 599 de 2000. También lo serán los familiares de la víctima directa, que 
incluye al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de 
consanguinidad, primero civil de la víctima directa de desaparición forzada, así como otros 
familiares que hubieren sufrido un daño directo como consecuencia de la desaparición 
forzada.

Perfil genético. La caracterización genética de un individuo proviene del análisis de su 
ADN. El perfil genético es único y permanente para cada persona. Los miembros de una 
misma familia consanguínea comparten secciones de perfil genético, por lo cual es una 
herramienta confiable para la identificación de una persona.

Muestra biológica de referencia. Se refiere a cualquier muestra de material biológico 
(por ejemplo sangre o células óseas) la cual se ha tomado de un individuo de quien se 
conoce plenamente su identidad y se puede utilizar como proveniente de manera exclusiva 
de esa persona.

Banco de perfiles genéticos de desaparecidos. Es una base de datos que contiene los 
perfiles genéticos obtenidos a partir de las muestras biológicas recuperadas de los restos 
humanos de las personas desaparecidas y de los familiares cercanos biológicamente a las 

Ley 1408 de 2010

(agosto 20)
Diario Oficial No. 47.807 de 20 de agosto de 2010

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA
por la cual se rinde homenaje a las víctimas del delito de desaparición forzada y se 

dictan medidas para su localización e identificación.
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víctimas, los cuales han sido codificados de tal manera que permiten conservar 
confidencialidad y fácil trazabilidad.

Cementerios. Lugar destinado para recibir y alojar los cadáveres, restos u órganos y/o 
partes humanas, ya sea en bóvedas, sepulturas o tumbas y osarios; es un espacio de singular 
referencia para que la comunidad rinda homenaje a la memoria de los seres queridos.

ARTÍCULO 3o. A partir de la entrada en vigencia de la presente ley, las entidades 
identificadas en el artículo 8o del Decreto 4218 de 2005 deberán transferir al Instituto 
Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en un plazo de seis (6) meses a partir de la 
entrada en vigencia de la presente ley, la información necesaria para actualizar el Registro 
Nacional de Desaparecidos, conforme a los requisitos y fuentes establecidas en la Ley 589 de 
2000, en el Decreto 4218 de 2005 y en el Plan Nacional de Búsqueda.

Una vez se cumplan los seis (6) meses establecidos, el Registro Nacional de Desaparecidos 
debe actualizarse de manera permanente, con base en los requisitos y fuentes señalados en 
la Ley número 589 de 2000, el Decreto 4218 de 2005 y en el Plan Nacional de Búsqueda. Para 
ello, el Gobierno Nacional podrá destinar una partida presupuestal anual, a todas las 
entidades involucradas, para la consolidación de la información, el funcionamiento y 
operatividad del Registro Nacional de Desaparecidos.

PARÁGRAFO. La Comisión Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas deberá 
convocar a las entidades relevantes para ajustar, en un plazo de seis (6) meses, el Formato 
Único de Personas Desaparecidas y el Sistema de Identificación Red de Desaparecidos y 
Cadáveres (SIRDEC), de acuerdo con el Plan Nacional de Búsqueda, la legislación vigente, y 
los requerimientos prácticos del proceso de búsqueda e identificación.

BANCO DE PERFILES GENÉTICOS DE DESAPARECIDOS

ARTÍCULO 4o. Créase, con cargo al Estado y bajo la dirección y coordinación de la Fiscalía 
General de la Nación, el Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos.

PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación asegurará que las demás instituciones del 
Estado, con competencias forenses, tengan acceso delimitado y controlado a la información 
contenida en el Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos que requieran para el 
desarrollo de los procesos de identificación de víctimas de desaparición forzada a su cargo.



43

Ley 1408 de 2010

ARTÍCULO 5o. Los laboratorios estatales de Genética Forense deberán procesar, indexar, 
organizar e ingresar al Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos la información de los 
perfiles genéticos obtenidos de los cuerpos y restos de las víctimas, así como las muestras 
biológicas de referencia de los familiares de las mismas, quienes de manera voluntaria, 
mediante un consentimiento informado unificado, podrán autorizar la toma de muestra, el 
procesamiento, ingreso y los cruces a que haya lugar en el Banco de Perfiles Genéticos de 
Desaparecidos para la identificación de los Desaparecidos.

PARÁGRAFO 1o. Los laboratorios genéticos del Estado decidirán qué familiares serán los 
donantes relevantes de muestras de referencia biológicas, según los requerimientos del 
proceso de identificación genética.

PARÁGRAFO 2o. La toma de las muestras biológicas se realizará mediante un 
procedimiento sistemático, gratuito y expedito, y contará con el apoyo logístico de los 
laboratorios certificados por el Estado y de las autoridades encargadas de la salud pública en 

PARÁGRAFO 3o. La autoridad encargada de la toma de muestras deberá entregar una 
constancia de esta diligencia a la persona que suministró la misma.

PARÁGRAFO 4o. La Fiscalía General de la Nación, en un plazo de tres (3) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, elaborará el formato único de consentimiento 
informado para la toma de muestras biológicas, el cual deberá ser adoptado por todas las 
instituciones del Estado encargadas de la obtención de las mismas.

PARÁGRAFO 5o. Durante todas las fases del proceso, el manejo de las muestras biológicas 
y la información obtenida de ellas, deberán ser tratadas de acuerdo con el derecho al hábeas 
data de las personas que las proporcionen y con los parámetros establecidos en los 
protocolos y estándares internacionales, en relación con el consentimiento informado, la 
confidencialidad, la conservación, la protección y uso exclusivo de la muestra para fines de 
identificación, la seguridad y su destrucción una vez obtenida la información de la misma.

ARTÍCULO 6o. La Fiscalía General de la Nación, en el marco de la administración del 
Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos, cumplirá con las siguientes funciones:

PARÁGRAFO. La Fiscalía General de la Nación asegurará que las demás instituciones del 
Estado, con competencias forenses, tengan acceso delimitado y controlado a la información 
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contenida en el Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos que requieran para el 
desarrollo de los procesos de identificación de víctimas de desaparición forzada a su cargo.

Centralizar y almacenar, en una base de datos genéticos única, la información genética 
producida por los laboratorios estatales de genética así como de los distintos 
laboratorios de genética con la competencia técnica en identificación humana.

ARTÍCULO 5o. Los laboratorios estatales de Genética Forense deberán procesar, indexar, 
organizar e ingresar al Banco de Perfiles Genéticos de Desaparecidos la información de los 
perfiles genéticos obtenidos de los cuerpos y restos de las víctimas, así como las muestras 
biológicas de referencia de los familiares de las mismas, quienes de manera voluntaria, 
mediante un consentimiento informado unificado, podrán autorizar la toma de muestra, el 
procesamiento, ingreso y los cruces a que haya lugar en el Banco de Perfiles Genéticos de 
Desaparecidos para la identificación de los desaparecidos.

PARÁGRAFO 1o. Los laboratorios genéticos del Estado decidirán qué familiares serán los 
donantes relevantes de muestras de referencia biológicas, según los requerimientos del 
proceso de identificación genética.

PARÁGRAFO 2o. La toma de las muestras biológicas se realizará mediante un 
procedimiento sistemático, gratuito y expedito, y contará con el apoyo logístico de los 
laboratorios certificados por el Estado y de las autoridades encargadas de la salud pública en 
todo el país.

PARÁGRAFO 3o. La autoridad encargada de la toma de muestras deberá entregar una 
constancia de esta diligencia a la persona que suministró la misma.

PARÁGRAFO 4o. La Fiscalía General de la Nación, en un plazo de tres (3) meses a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, elaborará el formato único de consentimiento 
informado para la toma de muestras biológicas, el cual deberá ser adoptado por todas las 
instituciones del Estado encargadas de la obtención de las mismas.

PARÁGRAFO 5o. Durante todas las fases del proceso, el manejo de las muestras biológicas 
y la información obtenida de ellas, deberán ser tratadas de acuerdo con el derecho al hábeas 
data de las personas que las proporcionen y con los parámetros establecidos en los 
protocolos y estándares internacionales, en relación con el consentimiento informado, la 
confidencialidad, la conservación, la protección y uso exclusivo de la muestra para fines de 
identificación, la seguridad y su destrucción una vez obtenida la información de la misma.

ARTÍCULO 6o. La Fiscalía General de la Nación, en el marco de la administración del Banco 
de Perfiles Genéticos de Desaparecidos, cumplirá con las siguientes funciones:

1.
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Proteger el material genético y otra información obtenidos de los cuerpos o restos de las 
víctimas, así como los de los familiares de las mismas, en cumplimiento de los estándares 
internacionales y mediante criterios éticos y legales de privacidad, control de calidad de los 
análisis, resguardo de la cadena de custodia y uso exclusivo de la información genética para 
fines de identificación.

2.

Suspender, en caso de incumplimiento de los compromisos de protección y manejo de 
muestras e información genética de que trata la presente ley u otra legislación relacionada, 
al funcionario o particular obligados a su cumplimiento e iniciar y/o promover las 
investigaciones disciplinarias y penales a que haya lugar.

Crear y administrar un módulo dentro del Registro Nacional de Desaparecidos sobre las 
muestras biológicas de referencia recolectadas de los familiares, los perfiles obtenidos de 
dichas muestras y los perfiles obtenidos de los restos, para mantener informados a los 
familiares de los procesos de identificación y utilización de sus muestras y de los resultados 
y pormenores de los análisis.

Administrar, definir y controlar todos los usuarios que puedan tener acceso al Banco de 
Perfiles Genéticos de Desaparecidos.

3.

4.

5.

DE LOS FAMILIARES DE LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 7o. Los familiares de las víctimas que resulten identificadas, recibirán, por parte del 
Programa Presidencial para la Acción Social, los recursos necesarios para solventar los gastos 
funerarios, de desplazamiento, hospedaje y alimentación durante todo el proceso de entrega de 
cuerpos o restos.

PARÁGRAFO 1o. El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en 
subsidiariedad con las demás entidades con acceso al Registro Nacional de Desaparecidos, 
expedirán de manera expedita un certificado de registro de la persona desaparecida en el 
SIRDEC, que servirá de soporte para que el Programa Presidencial de Acción Social otorgue los 
recursos a que se refiere el presente artículo.

PARÁGRAFO 2o. Salvo la existencia de condiciones previamente establecidas, e informadas 
durante el proceso, que hagan prever riesgos para la integridad de las familias, las autoridades 
permitirán a las víctimas su participación en las diligencias de exhumación en las que 
presumiblemente se halle a su familiar desaparecido, si así lo deciden. La Fiscalía General de la 
Nación deberá, en un plazo de tres (3) meses a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, 
establecer los criterios objetivos que permitirán a cada Fiscal establecer en qué casos no es
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viable por motivos de seguridad tal participación y las condiciones en las que se asistirá a las 
víctimas durante las exhumaciones.

PARÁGRAFO 3o. Las autoridades competentes para la identificación, exhumación e 
investigación, deberán entregar los cuerpos o restos a la familia afectada, en condiciones de 
dignidad, de acuerdo al protocolo que para tal efecto elaborará la Comisión Nacional de 
Búsqueda de Personas Desaparecidas, en consulta con las víctimas, en un plazo de seis (6) 
meses a partir de la vigencia de la presente ley. El Ministerio Público supervisará el 
cumplimiento de este deber.

ARTÍCULO 8o. El Ministerio de la Protección Social deberá asegurar que los familiares de 
las víctimas que resulten identificadas, reciban atención psicosocial durante todo el proceso 
de entrega de cuerpos o restos. Los beneficiarios podrán optar por atención psicosocial 

DE LA ELABORACIÓN DE MAPAS, OBLIGACIÓN DE COMPARTIR 
INFORMACIÓN, EXHUMACIÓN, INHUMACIÓN Y CONSERVACIÓN DE 

ARTÍCULO 9o. Con el fin de facilitar las labores de localización de personas desaparecidas 
forzadamente, la Fiscalía General de la Nación, con el apoyo de las autoridades 
departamentales, el Ministerio Público y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, 
elaborarán mapas, siguiendo los métodos y recursos señalados en el Plan Nacional de 
Búsqueda, en donde se señale la presunta ubicación de los cuerpos o restos de las personas 
desaparecidas forzadamente.

PARÁGRAFO. Las autoridades de policía, de acuerdo a la información que le suministre la 
Fiscalía General de la Nación, tendrán la obligación de garantizar la protección de las zonas 
mapeadas según lo establecido en el presente artículo.

ARTÍCULO 10. El Ministerio Público, al igual que la Fiscalía General de la Nación y los 
Jueces de la República, establecerán un canal de comunicación que permita que cualquier 
organización social, cualquier unidad académica o cualquier individuo que tenga 
información sobre la localización de cuerpos o restos de personas desaparecidas 
forzadamente, puedan suministrarla de manera confidencial, y que permita el suministro de 
información a las víctimas y sus representantes sobre el seguimiento relacionado con el sitio 
probable de ubicación de un pariente desaparecido.

PARÁGRAFO 1o. Todas las autoridades relevantes y a las instituciones encargadas de 
localizar e identificar a las personas desaparecidas en el territorio nacional, se encuentran 
obligadas a proporcionar a las víctimas la información disponible, y a brindar toda la ayuda 
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necesaria para mejorar el proceso de localización e identificación de los casos de 
desaparición forzada.

PARÁGRAFO 2o. Las autoridades relevantes del nivel nacional, departamental y 
municipal, deberán, en un plazo de tres (3) meses a partir de la fecha de la entrada en 
vigencia de la presente ley, designar las dependencias y funcionarios que se encargarán del 
cumplimiento del presente artículo.

ARTÍCULO 11. Los cuerpos y restos que no hayan sido identificados, serán rigurosamente 
registrados en el SIRDEC, y, en todo caso, se seguirá con las fases técnicas establecidas en el 
Plan Nacional de Búsqueda.

PARÁGRAFO 1o. En los cementerios, los restos y cadáveres serán enterrados de manera 
individualizada y no en fosas comunes y con documentación rigurosa sobre su ubicación en 
el mismo. Los administradores de los cementerios garantizarán la conservación y marcación 
de las tumbas, de acuerdo a los requerimientos que para tal efecto desarrollará la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas, en un plazo no mayor a seis (6) meses, e 
informarán a la Fiscalía General de la Nación o al Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses de la llegada de un resto o cadáver no identificado, salvo si estas entidades 
son quienes remiten el resto o cadáver.

PARÁGRAFO 2o. Las instituciones relevantes están obligadas a tomar una muestra 
biológica para la identificación genética antes de la inhumación de restos o cadáveres no 
identificados, y serán responsables de reportar al Registro Nacional de Desaparecidos la 
información relativa a la ubicación final del cuerpo o restos óseos que permita su 
recuperación futura.

PARÁGRAFO 3o. Las Secretarías de Gobierno o en su defecto la autoridad de gobierno 
correspondiente asegurarán que en su jurisdicción no se usarán osarios comunes, ni se 
destruirán o incinerarán cuerpos o restos de personas no identificadas, y que no se 
inhumarán sin acta de levantamiento y examen médico-legal. Dichas secretarías o 
autoridades informarán anualmente a la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas 
Desaparecidas sobre el cumplimiento de esta norma.

PARÁGRAFO 4o. La conservación de los cuerpos y restos en morgues oficiales y 
laboratorios del Estado, respetarán la gestión de calidad, salud ambiental y seguridad, para la 
identificación de las víctimas. La Fiscalía General de la Nación asegurará el adecuado 
almacenamiento de los mismos.

PARÁGRAFO 5o. El incumplimiento de lo establecido en el presente artículo dará lugar a 
sanciones penales, incluyendo las previstas en los artículos 204 y 454B del Código Penal, aún 
sin la existencia de intención de evitar su utilización en investigaciones o juicios.
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DE LOS SANTUARIOS DE LA MEMORIA

ARTÍCULO 12. El Gobierno Nacional, en consulta con la Comisión Nacional de Búsqueda 
de Personas, declarará como Santuario de la Memoria, y preservará para la búsqueda e 
identificación, los lugares donde, de acuerdo con la información suministrada por la Fiscalía 
General de la Nación, se presuma la existencia de cuerpos o restos de las personas 
desaparecidas forzadamente, incluyendo los que por sus condiciones geográficas y 
topográficas resulte imposible realizar exhumaciones. Salvo en casos en que se facilite la 
localización o exhumación de los restos, por ningún otro motivo se podrá intervenir o 
alterar las condiciones de los Santuarios de la Memoria, en cuyo caso se establecerá la 
sanción establecida en los artículos 203 y 454B del Código Penal.

En aquellos lugares que se declaren como Santuario de la Memoria, se erigirá, por parte de 
las autoridades nacionales, un monumento en honor a estas víctimas, para lo cual podrán 
incluir la respectiva apropiación presupuestal.

ARTÍCULO 13. Previo acuerdo con los familiares de las víctimas que resulten identificadas, 
las autoridades municipales ubicarán una placa conmemorativa con el encabezado 
“Víctima(s) de Desaparición Forzada”, el nombre de la persona, y en caso de estar disponible, 
la edad aproximada, el oficio, el número de hijos y el nombre del grupo armado al que se le 
impute el hecho. Para los cuerpos o restos que no puedan ser identificados, aparecerá la 
leyenda “Persona no Identificada”. Estas placas terminarán con la frase “Nunca Más”, 
deberán situarse dentro del año siguiente a la promulgación de esta ley y se entregarán en el 
marco de una ceremonia pública con participación de las víctimas.

PARÁGRAFO. En el caso que se llegue a identificar el cuerpo o los restos de la víctima, las 
autoridades municipales reemplazarán la placa con la información a la que se refiere el 
presente artículo.

ARTÍCULO 14. La memoria histórica de las víctimas del conflicto colombiano 
desaparecidas forzadamente será objeto de conmemoración la última semana de mayo, en 
el marco de la Semana de los Detenidos – Desaparecidos, y el treinta (30) de agosto, Día 
Internacional de los Desaparecidos.

Los establecimientos educativos públicos y privados y las autoridades nacionales, 
departamentales y municipales rendirán homenaje a estas víctimas esta semana con la 
realización de foros, conferencias, talleres y jornadas de reflexión referentes al derecho a la 
memoria, a la verdad, a la vida y al respeto por los derechos humanos.

ARTÍCULO 15. El Gobierno Nacional, en consulta con la Comisión Nacional de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas, reglamentará la 

 
presente ley dentro de los seis (6) meses 

siguientes a partir de su entrada en vigencia.
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El Gobierno Nacional podrá asignar del Presupuesto General de la Nación, los recursos 
necesarios para el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley.

ARTÍCULO 16. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las normas que le 
sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
CARLOS ALBERTO ZULUAGA DÍAZ.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.

En cumplimiento de lo dispuesto en la Sentencia C-238 de 2010 proferida por la Corte 
Constitucional, se procede a la sanción del proyecto de Ley, toda vez que dicha 

Corporación ordena la remisión del expediente al Congreso de la República, para 
continuar el trámite legislativo de rigor y su posterior envío al Presidente de la República 

para efecto de la correspondiente sanción.

Dada en Bogotá, D. C., a 20 de agosto de 2010.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior y de Justicia,
GERMÁN VARGAS LLERAS.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
JUAN CARLOS ECHEVERRY GARZÓN.

CORTE CONSTITUCIONAL
SECRETARÍA GENERAL
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Bogotá, D. C., primero (1o) de julio de dos mil diez (2010)

Oficio No. CS-180

Doctor
JAVIER CÁCERES LEAL
Presidente
Senado de la República

Referencia: Expediente OP-127 Sentencia C-238/10. Proyecto de ley número 280/08 Cámara, 
178/08 Senado, por la cual se rinde homenaje a las víctimas del delito de desaparición 
forzada y se dictan medidas para su localización e identificación. MP: Doctor Mauricio 
González Cuervo.

Estimado doctor:

Comedidamente, y de conformidad con el artículo 16 del Decreto 2067 de 1991, me permito 
enviarle copia de la Sentencia C-238 de 2010 del siete (7) de abril de dos mil diez (2010), 
proferida dentro del proceso de la referencia.

Al tiempo, le remito el expediente legislativo constante de 284 folios.

Cordialmente,

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ,
Secretaria General.

Anexo copia de la sentencia con 30 folios.
Expediente legislativo con 284 folios.

Corte Constitucional
SENTENCIA C-238/10
(Abril 7; Bogotá, D. C.) 

Vease Sentencia C-238/10 pag.000
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DECRETA: 

ARTÍCULO 1o. Apruébase la “Convención Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas” adoptada en Nueva York el 20 de diciembre 
de 2006. 

ARTÍCULO 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley 7ª de 1944, la 
“Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 

Diario Oficial No. 47.910 de 1 de diciembre de 2010 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
Por medio de la cual se aprueba la “Convención Internacional para la Protección de 

todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas”, adoptada en Nueva York el 20 
de diciembre de 2006. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
DECRETA:

Visto el texto de la “Convención Internacional para la Protección de todas las personas 
contra las Desapariciones Forzadas”, adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006. 

(Para ser transcritos: Se adjunta fotocopia del texto íntegro de los Instrumentos 
Internacionales mencionados). 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., 22 de abril de 2009 

Autorizado. Sométase a consideración del honorable Congreso de la República para los 
efectos constitucionales.
 
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) Jaime Bermúdez Merizalde. 

Ley 1418 de 2010
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Dada en Bogotá, D. C., a los … 

Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro de Relaciones 
Exteriores y el Ministro de Defensa Nacional. 

El Ministro de Relaciones Exteriores, 
JAIME BERMÚDEZ MERIZALDE. 
El Ministro de Defensa Nacional, 

GABRIEL SILVA LUJÁN. 

CONVENCIÓN INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE TODAS LAS PERSONAS 
CONTRA LAS DESAPARICIONES FORZADAS 

Preámbulo 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la obligación de 
promover el respeto universal y efectivo de los derechos humanos y libertades 
fundamentales, 

Teniendo en cuenta la Declaración Universal de Derechos Humanos, 

Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los otros instrumentos internacionales 
pertinentes de derechos humanos, del derecho humanitario y del derecho penal 
internacional, 

Recordando también la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las 
desapariciones forzadas, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su 
Resolución 47/133 de 18 de diciembre de 1992, 

Conscientes de la extrema gravedad de la desaparición forzada, que constituye un delito y, 
en determinadas circunstancias definidas por el derecho internacional, un crimen de lesa 
humanidad, 

Decididos a prevenir las desapariciones forzadas y a luchar contra la impunidad en lo que 
respecta al delito de desaparición forzada, 

Desapariciones Forzadas” adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, que por el 
artículo 1o de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto de la misma. 
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Teniendo presentes el derecho de toda persona a no ser sometida a una desaparición 
forzada y el derecho de las víctimas a la justicia y a la reparación, 

Afirmando el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de una desaparición 
forzada y la suerte de la persona desaparecida, así como el respeto del derecho a la libertad 
de buscar, recibir y difundir informaciones a este fin, 

Han convenido en los siguientes artículos:

PRIMERA PARTE

ARTÍCULO 1. 

1. Nadie será sometido a una desaparición forzada. 
2. En ningún caso podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de 
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia 
pública como justificación de la desaparición forzada. 

ARTÍCULO 2. 

A los efectos de la presente Convención, se entenderá por “desaparición forzada” el arresto, 
la detención, el secuestro o cualquier otra forma de privación de libertad que sean obra de 
agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el 
apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la negativa a reconocer dicha privación de 
libertad o del ocultamiento de la suerte o el paradero de la persona desaparecida, 
sustrayéndola a la protección de la ley. 

ARTÍCULO 3. 
Los Estados Partes tomarán las medidas apropiadas para investigar sobre las conductas 
definidas en el artículo 2 que sean obra de personas o grupos de personas que actúen sin la 
autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, y para procesar a los responsables. 

ARTÍCULO 4. 

Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la desaparición forzada sea 
tipificada como delito en su legislación penal. 

ARTÍCULO 5. 

La práctica generalizada o sistemática de la desaparición forzada constituye un crimen de 
lesa humanidad tal como está definido en el derecho internacional aplicable y entraña las 
consecuencias previstas por el derecho internacional aplicable. 
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iii) No haya adoptado todas las medidas necesarias y razonables a su alcance para prevenir o 
reprimir que se cometiese una desaparición forzada, o para poner los hechos en 
conocimiento de las autoridades competentes a los efectos de su investigación y 

c) El inciso b) supra se entiende sin perjuicio de las normas de derecho internacional 
más estrictas en materia de responsabilidad exigibles a un jefe militar o al que actúe 
efectivamente como jefe militar. 

2. Ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea esta civil, militar o de otra 
índole, puede ser invocada para justificar un delito de desaparición forzada. 

ARTÍCULO 7. 

1. Los Estados Partes considerarán el delito de desaparición forzada punible con penas 
apropiadas, que tengan en cuenta su extrema gravedad. 

2. Los Estados Partes podrán establecer: 

a) Circunstancias atenuantes, en particular para los que, habiendo sido partícipes en la 
comisión de una desaparición forzada, hayan contribuido efectivamente a la 
reaparición con vida de la persona desaparecida o hayan permitido esclarecer casos de 
desaparición forzada o identificar a los responsables de una desaparición forzada; 

b) Sin perjuicio de otros procedimientos penales, circunstancias agravantes, 
especialmente en caso de deceso de la persona desaparecida, o para quienes sean 
culpables de la desaparición forzada de mujeres embarazadas, menores, personas con 
discapacidades u otras personas particularmente vulnerables. 

ARTÍCULO 6. 

1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para considerar penalmente 
responsable por lo menos: 

a) A toda persona que cometa, ordene, o induzca a la comisión de una desaparición 
forzada, intente cometerla, sea cómplice o participe en la misma; 

b) Al superior que: 

i) Haya tenido conocimiento de que los subordinados bajo su autoridad y control efectivos 
estaban cometiendo o se proponían cometer un delito de desaparición forzada, o haya 
conscientemente hecho caso omiso de información que lo indicase claramente; 

ii) Haya ejercido su responsabilidad y control efectivos sobre las actividades con las que el 
delito de desaparición forzada guardaba relación; y 
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b) Cuando el presunto autor del delito sea nacional de ese Estado; 

c) Cuando la persona desaparecida sea nacional de ese Estado y este lo considere 
apropiado. 

2. Cada Estado Parte tomará asimismo las medidas necesarias para establecer su 
sobre los delitos de desaparición forzada en los casos en que el presunto autor se halle en 
cualquier territorio bajo su jurisdicción, salvo que dicho Estado lo extradite o lo entregue a 
otro Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o lo transfiera a una jurisdicción 
penal internacional cuya competencia haya reconocido.  

jurisdicción 

3. La presente Convención no excluye ninguna jurisdicción penal adicional ejercida de 
conformidad con las leyes nacionales. 

ARTÍCULO 10. 

1. Cada Estado Parte en cuyo territorio se encuentre una persona de la que se supone que ha 
cometido un delito de desaparición forzada, si, tras examinar la información de que dispone, 
considera que las circunstancias lo justifican, procederá a la detención de dicha persona o 
tomará otras medidas legales necesarias para asegurar su presencia. La detención y demás 
medidas se llevarán a cabo de conformidad con las leyes de tal Estado y se mantendrán 
solamente por el período que sea necesario a fin de asegurar su presencia en el marco de un 
procedimiento penal, de entrega o de extradición. 

ARTÍCULO 8. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5, 

1. Cada Estado Parte que aplique un régimen de prescripción a la desaparición 
tomará las medidas necesarias para que el plazo de prescripción de la acción penal: 

forzada 

a) Sea prolongado y proporcionado a la extrema gravedad de este delito; 

b) Se cuente a partir del momento en que cesa la desaparición forzada, habida cuenta 
del carácter continuo de este delito. 

2. El Estado Parte garantizará a las víctimas de desaparición forzada el derecho a un recurso 
eficaz durante el plazo de prescripción. 

ARTÍCULO 9. 

1. Cada Estado Parte dispondrá lo que sea necesario para instituir su jurisdicción sobre los 
delitos de desaparición forzada en los siguientes casos: 

a) Cuando los delitos se cometan en cualquier territorio bajo su jurisdicción o a bordo 
de una aeronave o un buque matriculados en ese Estado; 
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2. Dichas autoridades tomarán su decisión en las mismas condiciones que las aplicables a 
cualquier delito común de carácter grave, de acuerdo con la legislación de tal Estado. En los 
casos previstos en el párrafo 2 del artículo 9, el nivel de las pruebas necesarias para el 
enjuiciamiento o inculpación no será en modo alguno menos estricto que el que se aplica 
en los casos previstos en el párrafo 1 del artículo 9. 

3. Toda persona investigada en relación con un delito de desaparición forzada recibirá 
garantías de un trato justo en todas las fases del procedimiento. Toda persona sometida a 
juicio por un delito de desaparición forzada gozará de las garantías judiciales ante una corte 
o un tribunal de justicia competente, independiente e imparcial, establecido por la ley.

ARTÍCULO 12. 

1. Cada Estado Parte velará por que toda persona que alegue que alguien ha sido sometido a 
desaparición forzada tenga derecho a denunciar los hechos ante las autoridades 
competentes, quienes examinarán rápida e imparcialmente la denuncia y, en su caso, 
procederán sin demora a realizar una investigación exhaustiva e imparcial. Se tomarán 
medidas adecuadas, en su caso, para asegurar la protección del denunciante, los testigos, los 
allegados de la persona desaparecida y sus defensores, así como de quienes participen en la 
investigación, contra todo maltrato o intimidación en razón de la denuncia presentada o de 
cualquier declaración efectuada. 

2. El Estado Parte que haya adoptado las medidas contempladas en el párrafo 1 del presente 
artículo procederá inmediatamente a una investigación preliminar o averiguación de los 
hechos. Informará a los Estados Partes a los que se hace referencia en el párrafo 1 del artículo 
9, sobre las medidas adoptadas en aplicación del párrafo 1 del presente artículo, 
especialmente sobre la detención y las circunstancias que la justifican, y sobre las 
conclusiones de su investigación preliminar o averiguación, indicándoles si tiene intención 
de ejercer su jurisdicción. 

3. La persona detenida de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo podrá 
comunicarse inmediatamente con el representante correspondiente del Estado de su 
nacionalidad que se encuentre más próximo o, si se trata de un apátrida, con el 
representante del Estado en que habitualmente resida. 

ARTÍCULO 11. 

1. El Estado Parte en el territorio de cuya jurisdicción sea hallada la persona de la cual se 
supone que ha cometido un delito de desaparición forzada, si no procede a su extradición, o 
a su entrega a otro Estado conforme a sus obligaciones internacionales, o a su transferencia a 
una instancia penal internacional cuya jurisdicción haya reconocido, someterá el caso a sus 
autoridades competentes para el ejercicio de la acción penal. 
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2. El delito de desaparición forzada estará comprendido de pleno derecho entre los delitos 
que den lugar a extradición en todo tratado de extradición celebrado entre Estados Partes 
antes de la entrada en vigor de la presente Convención. 

3. Los Estados Partes se comprometen a incluir el delito de desaparición forzada entre los 
delitos susceptibles de extradición en todo tratado de extradición que celebren entre sí con 
posterioridad. 

4. Cada Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un tratado, si recibe una 
solicitud de extradición de otro Estado Parte con el que no tiene tratado al respecto, podrá 
considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria para la extradición en lo 
relativo al delito de desaparición forzada. 

5. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia de un tratado 
reconocerán el delito de desaparición forzada como susceptible de extradición entre ellos 
mismos. 

2. Siempre que haya motivos razonables para creer que una persona ha sido sometida a 
desaparición forzada, las autoridades a las que hace referencia el párrafo 1 iniciarán una 
investigación, aun cuando no se haya presentado ninguna denuncia formal. 

3. Los Estados Partes velarán para que las autoridades mencionadas en el párrafo 1 del 
presente artículo: 

a) Dispongan de las facultades y recursos necesarios para llevar a cabo eficazmente la 
investigación, inclusive el acceso a la documentación y demás informaciones 
pertinentes para la misma; 
b) Tengan acceso, previa autorización judicial si fuera necesario emitida a la mayor 
brevedad posible, a cualquier lugar de detención y cualquier otro lugar donde existan 
motivos razonables para creer que pueda encontrarse la persona desaparecida. 

4. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para prevenir y sancionar los actos que 
obstaculicen el desarrollo de las investigaciones. En particular, deberán garantizar que las 
personas de las que se supone que han cometido un delito de desaparición forzada no estén 
en condiciones de influir en el curso de las investigaciones, ejerciendo presiones y actos de 
intimidación o de represalia sobre el denunciante, los testigos, los allegados de la persona 
desaparecida y sus defensores, así como sobre quienes participan en la investigación. 

ARTÍCULO 13. 

1. A efectos de extradición entre Estados Partes, el delito de desaparición forzada no será 
considerado delito político, delito conexo a un delito político ni delito inspirado en 
motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de extradición fundada en un delito de 
este tipo no podrá ser rechazada por este único motivo. 
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ARTÍCULO 16. 

1. Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución, entrega o extradición 
persona a otro Estado cuando haya razones fundadas para creer que estaría en peligro de ser 
sometida a una desaparición forzada. 

de una 

2. A los efectos de determinar si existen esas razones, las autoridades competentes tendrán 
en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia, en 
el Estado de que se trate, de un cuadro de violaciones sistemáticas graves, flagrantes o 
masivas de los derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario. 

6. La extradición estará subordinada, en todos los casos, a las condiciones previstas por el 
derecho del Estado Parte requerido o por los tratados de extradición aplicables, incluidas, en 
particular, las condiciones relativas a la pena mínima exigida para la extradición y a los 
motivos por los cuales el Estado Parte requerido puede rechazar la extradición, o sujetarla a 
determinadas condiciones. 

7. Ninguna disposición de la presente Convención debe interpretarse en el sentido de 
obligar al Estado Parte requerido a que conceda la extradición si este tiene razones serias 
para creer que la solicitud ha sido presentada con el fin de procesar o sancionar a una 
persona por razones de sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico, opiniones políticas o 
pertenencia a un determinado grupo social, o si, al aceptar la solicitud, se causara un daño a 
esta persona por cualquiera de estas razones. 

ARTÍCULO 14. 

1. Los Estados Partes se prestarán todo el auxilio judicial posible en lo que respecta a 
cualquier procedimiento penal relativo a un delito de desaparición forzada, inclusive el 
suministro de todas las pruebas necesarias para el proceso que obren en su poder. 

2. El auxilio judicial estará subordinado a las condiciones previstas en el derecho interno del 
Estado Parte requerido o en los tratados de cooperación judicial aplicables, incluidos, en 
particular, los motivos por los que el Estado Parte requerido puede denegar dicho auxilio o 
someterlo a determinadas condiciones. 

ARTÍCULO 15. 

Los Estados Partes cooperarán entre sí y se prestarán todo el auxilio posible para asistir a las 
víctimas de las desapariciones forzadas, así como en la búsqueda, localización y liberación de 
las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, en la exhumación, la identificación de 
las personas desaparecidas y la restitución de sus restos. 



a) La identidad de la persona privada de libertad; 

b) El día, la hora y el lugar donde la persona fue privada de libertad y la autoridad que 
procedió a la privación de libertad; 

c) La autoridad que decidió la privación de libertad y los motivos de esta; 

d) La autoridad que controla la privación de libertad; 

59

Ley 1418 de 2010

ARTÍCULO 17. 

1. Nadie será detenido en secreto. 
2. Sin perjuicio de otras obligaciones internacionales del Estado Parte en materia de 
privación de libertad, cada Estado Parte, en su legislación: 

a) Establecerá las condiciones bajo las cuales pueden impartirse las órdenes de privación 
de libertad; 
b) Determinará las autoridades que estén facultadas para ordenar privaciones de 
libertad; 
c) Garantizará que toda persona privada de libertad sea mantenida únicamente en 
lugares de privación de libertad oficialmente reconocidos y controlados; 

d) Garantizará que toda persona privada de libertad sea autorizada a comunicarse con 
su familia, un abogado o cualquier otra persona de su elección y a recibir su visita, con la 
sola reserva de las condiciones establecidas por la ley, y en el caso de un extranjero, a 
comunicarse con sus autoridades consulares, de conformidad con el derecho 
internacional aplicable; 

e) Garantizará el acceso de toda autoridad e institución competentes y facultadas por la 
ley a los lugares de privación de libertad, si es necesario con la autorización previa de una 
autoridad judicial; 
f) Garantizará en cualquier circunstancia a toda persona privada de libertad y, en caso 
de sospecha de desaparición forzada, por encontrarse la persona privada de libertad en 
la incapacidad de ejercer este derecho, a toda persona con un interés legítimo, por 
ejemplo los allegados de la persona privada de libertad, su representante o abogado, el 
derecho a interponer un recurso ante un tribunal para que este determine sin demora la 
legalidad de la privación de libertad y ordene la liberación si dicha privación de libertad 
fuera ilegal. 

3. Cada Estado Parte asegurará el establecimiento y el mantenimiento de uno o varios 
registros oficiales y/o expedientes actualizados de las personas privadas de libertad, que bajo 
requerimiento serán rápidamente puestos a disposición de toda autoridad judicial o de 
toda otra autoridad o institución competente de acuerdo con la legislación nacional o 
cualquier instrumento jurídico internacional relevante del que el Estado sea Parte. Esa 
información contendrá al menos: 
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e) El lugar de privación de libertad, el día y la hora de admisión en el mismo y la 
autoridad responsable de dicho lugar; 

f) Los elementos relativos a la integridad física de la persona privada de libertad; 

g) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas 
del fallecimiento y el destino de los restos de la persona fallecida; 

h) El día y la hora de la liberación o del traslado a otro lugar de detención, el destino y la 
autoridad encargada del traslado. 

ARTÍCULO 18. 

1. Sin perjuicio de los artículos 19 y 20, cada Estado Parte garantizará a toda persona con un 
interés legítimo en esa información, por ejemplo los allegados de la persona privada de 
libertad, su representante o abogado, el acceso, como mínimo, a las informaciones 
siguientes: 

a) La autoridad que decidió la privación de libertad; 

b) La fecha, la hora y el lugar en que la persona fue privada de libertad y admitida en un 
lugar de privación de libertad; 
c) La autoridad que controla la privación de libertad; 

d) El lugar donde se encuentra la persona privada de libertad y, en caso de traslado hacia 
otro lugar de privación de libertad, el destino y la autoridad responsable del traslado; 

e) La fecha, la hora y el lugar de la liberación; 

f) Los elementos relativos al estado de salud de la persona privada de libertad; 

g) En caso de fallecimiento durante la privación de libertad, las circunstancias y causas 
del fallecimiento y el destino de los restos. 

2. Se adoptarán, llegado el caso, medidas adecuadas para garantizar la protección de las 
personas a las que se refiere el párrafo 1 del presente artículo, así como de quienes participen 
en la investigación, contra cualquier maltrato, intimidación o sanción en razón de la 
búsqueda de informaciones sobre una persona privada de libertad. 

ARTÍCULO 19. 

1. Las informaciones personales, inclusive los datos médicos o genéticos que se recaben y/o 
transmitan en el marco de la búsqueda de una persona desaparecida no pueden ser 
utilizadas o reveladas con fines distintos de dicha búsqueda. Ello es sin perjuicio de la 
utilización de esas informaciones en procedimientos penales relativos a un delito de 
desaparición forzada, o en ejercicio del derecho a obtener reparación. 
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2. La recopilación, el tratamiento, el uso y la conservación de informaciones personales, 
inclusive datos médicos o genéticos, no debe infringir o tener el efecto de infringir los 
derechos humanos, las libertades fundamentales y la dignidad de la persona. 

ARTÍCULO 20. 

1. Únicamente en el caso en que una persona esté bajo protección de la ley y la privación de 
libertad se halle bajo control judicial, el derecho a las informaciones previstas en el artículo 
18 podrá limitarse, sólo a título excepcional, cuando sea estrictamente necesario en virtud 
de restricciones previstas por la ley, y si la transmisión de información perjudicase la 
intimidad o la seguridad de la persona o el curso de una investigación criminal, o por otros 
motivos equivalentes previstos por la ley, y de conformidad con el derecho internacional 
aplicable y con los objetivos de la presente Convención. En ningún caso se admitirán 
limitaciones al derecho a las informaciones previstas en el artículo 18 que puedan constituir 
conductas definidas en el artículo 2 o violaciones del párrafo 1 del artículo 17. 

2. Sin perjuicio del examen de la legalidad de una privación de libertad, el Estado Parte 
garantizará a las personas a las que se refiere el párrafo 1 del artículo 18, el derecho a un 
recurso judicial rápido y efectivo para obtener sin demora las informaciones previstas en esa 
disposición. Ese derecho a un recurso no podrá ser suspendido o limitado bajo ninguna 
circunstancia. 

ARTÍCULO 21. 

Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que la liberación de una persona se 
efectúe con arreglo a modalidades que permitan verificar con certeza que ha sido 
efectivamente puesta en libertad. Los Estados Partes adoptarán asimismo las medidas 
necesarias para garantizar la integridad física y el pleno ejercicio de sus derechos a las 
personas en el momento en que sean liberadas, sin perjuicio de las obligaciones a las que 
puedan estar sujetas en virtud de la legislación nacional. 

ARTÍCULO 22. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 6, cada Estado Parte tomará las medidas 
necesarias para prevenir y sancionar las siguientes prácticas: 

a) Las dilaciones o la obstrucción de los recursos previstos en el inciso f) del párrafo 2 del 
artículo 17 y el párrafo 2 del artículo 20; 

b) El incumplimiento de la obligación de registrar toda privación de libertad, así como el 
registro de información cuya inexactitud el agente encargado del registro oficial o los 
expedientes oficiales conocía o hubiera debido conocer; 
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c) La negativa a proporcionar información sobre una privación de libertad o el suministro 
de información inexacta, cuando se cumplen las condiciones establecidas por la ley para 
proporcionar dicha información. 

ARTÍCULO 23. 

1. Cada Estado Parte velará por que la formación del personal militar o civil encargado de la 
aplicación de la ley, del personal médico, de los funcionarios y de otras personas que puedan 
intervenir en la custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad, incluya la 
enseñanza y la información necesarias sobre las disposiciones pertinentes de la presente 
Convención, a fin de: 

a) Prevenir la participación de esos agentes en desapariciones forzadas; 

b) Resaltar la importancia de la prevención y de las investigaciones en materia de 
desapariciones forzadas; 
c) Velar por que se reconozca la urgencia de la resolución de los casos de desaparición 
forzada. 

2. Cada Estado Parte prohibirá las órdenes o instrucciones que dispongan, autoricen o 
alienten las desapariciones forzadas. Cada Estado Parte garantizará que la persona que 
rehúse obedecer una orden de esta naturaleza no sea sancionada. 

3. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que, cuando las personas a las que 
se refiere el párrafo 1 del presente artículo tengan razones para creer que se ha producido o 
está a punto de producirse una desaparición forzada, informen a sus superiores y, cuando 
sea necesario, a las autoridades u órganos de control o de revisión competentes. 

ARTÍCULO 24. 

1. A los efectos de la presente Convención, se entenderá por “víctima” la persona 
desaparecida y toda persona física que haya sufrido un perjuicio directo como consecuencia 
de una desaparición forzada. 

2. Cada víctima tiene el derecho de conocer la verdad sobre las circunstancias de la 
desaparición forzada, la evolución y resultados de la investigación y la suerte de la persona 
desaparecida. Cada Estado Parte tomará las medidas adecuadas a este respecto. 

3. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas apropiadas para la búsqueda, localización y 
liberación de las personas desaparecidas y, en caso de fallecimiento, para la búsqueda, el 
respeto y la restitución de sus restos. 

4. Los Estados Partes velarán porque su sistema legal garantice a la víctima de una 
desaparición forzada el derecho a la reparación y a una indemnización rápida, justa y 
adecuada. 
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5. El derecho a la reparación al que se hace referencia en el párrafo 4 del presente artículo 
comprende todos los daños materiales y morales y, en su caso, otras modalidades de 
reparación tales como: 

a) La restitución; 

b) La readaptación; 

c) La satisfacción; incluido el restablecimiento de la dignidad y la reputación; 
d) Las garantías de no repetición. 

6. Sin perjuicio de la obligación de continuar con la investigación hasta establecer la suerte 
de la persona desaparecida, cada Estado Parte adoptará las disposiciones apropiadas en 
relación con la situación legal de las personas desaparecidas cuya suerte no haya sido 
esclarecida y de sus allegados, en ámbitos tales como la protección social, las cuestiones 
económicas, el derecho de familia y los derechos de propiedad. 

7. Cada Estado Parte garantizará el derecho a formar y participar libremente en 
organizaciones y asociaciones que tengan por objeto contribuir a establecer las 
circunstancias de desapariciones forzadas y la suerte corrida por las personas desaparecidas, 
así como la asistencia a las víctimas de desapariciones forzadas. 

ARTÍCULO 25. 

1. Los Estados Partes tomarán las medidas necesarias para prevenir y sancionar penalmente: 

a) La apropiación de niños sometidos a desaparición forzada, o de niños cuyo padre, 
madre o representante legal son sometidos a una desaparición forzada, o de niños 
nacidos durante el cautiverio de su madre sometida a una desaparición forzada; 

b) La falsificación, el ocultamiento o la destrucción de documentos que prueben la 
verdadera identidad de los niños mencionados en el inciso a) supra. 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas necesarias para buscar e identificar a los niños 
mencionados en el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo y restituirlos a sus familias de 
origen conforme a los procedimientos legales y a los acuerdos internacionales aplicables. 

3. Los Estados Partes se prestarán asistencia mutua en la búsqueda, identificación y 
localización de los niños a los que hace referencia el inciso a) del párrafo 1 del presente 
artículo. 

4. Teniendo en cuenta la necesidad de preservar el interés superior de los niños 
mencionados en el inciso a) del párrafo 1 del presente artículo y su derecho a preservar y 
recuperar su identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre y las relaciones familiares 
reconocidas por la ley, deberán existir en los Estados Partes que reconocen el sistema de 
adopción u otra forma de colocación o guarda, procedimientos legales encaminados a 
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revisar el procedimiento de adopción o de colocación o guarda de esos niños y, si procede, a 
anular toda adopción o colocación o guarda cuyo origen sea una desaparición forzada. 

SEGUNDA PARTE. 

ARTÍCULO 26. 

1. Para la aplicación de las disposiciones de la presente Convención, se constituirá un 
Comité contra la Desaparición Forzada (denominado en lo sucesivo “el Comité”) integrado 
por diez expertos de gran integridad moral, de reconocida competencia en materia de 
derechos humanos, independientes, que ejercerán sus funciones a título personal y 
actuarán con total imparcialidad. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados 
Partes teniendo en cuenta una distribución geográfica equitativa. Se tendrá en cuenta el 
interés que representa la participación en los trabajos del Comité de personas que tengan 
experiencia jurídica pertinente y de una representación equilibrada de los géneros. 

2. La elección se efectuará en votación secreta de una lista de candidatos designados por los 
Estados Partes entre sus propios nacionales, en reuniones bienales de los Estados Partes 
convocadas a este efecto por el Secretario General de las Naciones Unidas. En estas 
reuniones, para las cuales formarán quórum dos tercios de los Estados Partes, se 
considerarán elegidos los candidatos que obtengan el mayor número de votos y la mayoría 
absoluta de los votos de los representantes de los Estados Partes presentes y votantes. 

3. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de entrada en 
vigor de la presente Convención. Cuatro meses antes de la fecha de cada elección, el 
Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes invitándoles 
a que presenten sus candidaturas en un plazo de tres meses. El Secretario General preparará 
una lista por orden alfabético de todos los candidatos designados de este modo, indicando, 
por cada uno de ellos, el Estado Parte que lo ha presentado. Esta lista será comunicada a 
todos los Estados Partes. 

4. Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. Podrán ser reelegidos una vez. 
No obstante, el mandato de cinco de los miembros elegidos en la primera elección expirará 
al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección, el presidente de la 
reunión a que se hace referencia en el párrafo 2 del presente artículo designará por sorteo los 
nombres de esos cinco miembros. 

5. En toda circunstancia y, en particular, para todo lo que se refiere a este artículo, el interés 
superior del niño constituirá una consideración primordial y el niño con capacidad de 
discernimiento tendrá derecho a expresar libremente su opinión, que será debidamente 
valorada en función de su edad y madurez. 
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5. Si un miembro del Comité muere o renuncia o por cualquier otra causa no puede seguir 
desempeñando sus funciones en el Comité, el Estado Parte que presentó su candidatura 
propondrá, teniendo en cuenta los criterios previstos en el párrafo 1 del presente artículo, a 
otro candidato, entre sus propios nacionales, para que desempeñe sus funciones durante el 
periodo de mandato restante, bajo reserva de laaprobación de la mayoría de los Estados 
Partes. Se considerará otorgada dicha aprobación a menos que la mitad o más de los Estados 
Partes respondan negativamente dentro de un plazo de seis semanas a partir del momento en 
que el Secretario General de las Naciones Unidas les comunique la candidatura propuesta. 

ARTÍCULO 30. 

1. El Comité podrá examinar, de manera urgente, toda petición presentada por los allegados 
de una persona desaparecida, sus representantes legales, sus abogados o las personas 
autorizadas por ellos, así como todo aquel que tenga un interés legítimo, a fin de que se 
busque y localice a una persona desaparecida. 

2. Si el Comité considera que la petición de actuar de manera urgente presentada en virtud 
del párrafo 1 del presente artículo: 

a) No carece manifiestamente de fundamento; 

b) No es un abuso del derecho a presentar tales peticiones; 

c) Se ha presentado previamente y en la forma debida a los órganos competentes del 
Estado Parte interesado, tales como las autoridades encargadas de efectuar las 
investigaciones, cuando tal posibilidad existe; 

d) No es incompatible con las disposiciones de esta Convención; y 

e) No está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o arreglo de la 
misma naturaleza; solicitará al Estado Parte interesado que le proporcione, en el plazo 
que el Comité determine, información sobre la situación de dicha persona. 

3. Habida cuenta de la información proporcionada por el Estado Parte interesado de 
conformidad con el párrafo 2 del presente artículo, el Comité podrá transmitir sus 
recomendaciones al Estado Parte e incluir una petición de que adopte todas las medidas 
necesarias, incluidas medidas cautelares, para localizar y proteger a la persona de 
conformidad con la presente Convención, y podrá solicitar que informe al Comité, en el 
plazo que este determine, sobre las medidas que tome, teniendo en cuenta la urgencia de la 
situación. El Comité informará a la persona que presentó la petición de acción urgente sobre 
sus recomendaciones y sobre las informaciones transmitidas por el Estado Parte cuando 
estas estén disponibles. 
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4. El Comité proseguirá sus esfuerzos para colaborar con el Estado Parte mientras la suerte de 
la persona desaparecida no haya sido esclarecida. El Comité mantendrá informado al autor 
de la petición. 

ARTÍCULO 31. 

1. Cada Estado Parte podrá declarar, en el momento de la ratificación o con posterioridad a 
esta, que reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones 
presentadas por personas que se encuentren bajo su jurisdicción o en nombre de ellas, que 
alegaren ser víctima de violaciones por este Estado Parte de las disposiciones de la presente 
Convención. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que 
no haya hecho tal declaración. 

2. El Comité declarará inadmisible cualquier comunicación si: 

a) Es anónima; 
b) Constituye un abuso del derecho a presentar tales comunicaciones o es incompatible 
con las disposiciones de la presente Convención; 
c) La misma cuestión está siendo tratada en otra instancia internacional de examen o 
arreglo de la misma naturaleza; o si 
d) Los recursos internos efectivos disponibles no han sido agotados. Esta regla no se 
aplica si los procedimientos de recurso exceden plazos razonables. 

3. Si el Comité considera que la comunicación responde a las condiciones establecidas en el 
párrafo 2 del presente artículo, la transmitirá al Estado Parte interesado y le solicitará que le 
proporcione, en un plazo que habrá de fijar el Comité, sus observaciones y comentarios. 

4. En cualquier momento tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una 
decisión sobre el fondo, el Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de su 
examen urgente, una solicitud de que adopte las medidas cautelares necesarias con miras a 
evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. El 
ejercicio de esta facultad por el Comité no implica juicio alguno sobre la admisibilidad o 
sobre el fondo de la comunicación. 

5. El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las comunicaciones 
previstas en el presente artículo. El Comité informará al autor de la comunicación sobre las 
respuestas proporcionadas por el Estado Parte de que se trate. Cuando el Comité decida 
poner término al procedimiento, comunicará su dictamen al Estado Parte y al autor de la 
comunicación. 
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ARTÍCULO 32. 

Cada Estado Parte en la presente Convención podrá declarar en cualquier momento que 
reconoce la competencia del Comité para recibir y examinar las comunicaciones en que un 
Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con las obligaciones que le impone la 
presente Convención. El Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado 
Parte que no haya hecho tal declaración, ni una comunicación presentada por un Estado 
Parte que no haya hecho dicha declaración. 

ARTÍCULO 33. 

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves de las 
disposiciones de la presente Convención por un Estado Parte podrá, después de consultar 
con dicho Estado, solicitar a uno o varios de sus miembros que efectúen una visita al mismo 
y le informen al respecto sin demora. 

2. El Comité informará por escrito al Estado Parte interesado de su intención de efectuar una 
visita, señalando la composición de la delegación y el objeto de la visita. El Estado Parte dará 
su respuesta en un plazo razonable. 

3. Ante una solicitud motivada del Estado Parte, el Comité podrá decidir postergar o 
cancelar la visita. 

4. Si el Estado Parte otorga su acuerdo a la visita, el Comité y el Estado Parte de que se trate, 
cooperarán para definir las modalidades de aquella y el Estado Parte ofrecerá todas las 
facilidades necesarias para su desarrollo. 

5. El Comité comunicará al Estado Parte de que se trate sus observaciones y 
recomendaciones como resultado de la visita. 

ARTÍCULO 34. 

Si el Comité recibe información que, a su juicio, contiene indicios bien fundados de que la 
desaparición forzada se practica de forma generalizada o sistemática en el territorio bajo la 
jurisdicción de un Estado Parte, y tras haber solicitado del Estado Parte interesado toda la 
información pertinente sobre esa situación, podrá llevar la cuestión, con carácter urgente, a 
la consideración de la Asamblea General de las Naciones Unidas, por medio del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 
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ARTÍCULO 35. 

1. La competencia del Comité sólo se extiende a las desapariciones forzadas que se hayan 
iniciado con posterioridad a la fecha de entrada en vigor de la presente Convención. 

2. Si un Estado pasa a ser Parte de la presente Convención después de su entrada en vigor, 
sus obligaciones respecto al Comité sólo se extenderán a las desapariciones forzadas que 
hayan comenzado con posterioridad a la entrada en vigor de la Convención para dicho 

ARTÍCULO 36. 

1. El Comité presentará un informe anual sobre sus actividades en virtud de la presente 
Convención a los Estados Partes y a la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

2. La publicación en el informe anual de una observación relativa a un Estado Parte debe ser 
previamente anunciada a dicho Estado, el cual dispondrá de un plazo razonable de 
respuesta y podrá solicitar la publicación de sus comentarios u observaciones en el informe. 

TERCERA PARTE. 

ARTÍCULO 37. 

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que sean más 
conducentes a la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas que 
puedan estar recogidas en: 

a) El derecho de un Estado Parte; o 

b) El derecho internacional vigente con respecto a dicho Estado. 

ARTÍCULO 38. 

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros 
Naciones Unidas. 

de las 

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación por todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas. Los instrumentos de ratificación serán depositados en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 
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3. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos los Estados Miembros de las 
Naciones Unidas. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 39. 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas. 

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de haber 
sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la presente 
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que ese Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 

ARTÍCULO 40. 

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas y a todos los Estados que hayan firmado la presente Convención o se 
hayan adherido a ella: 

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones recibidas con arreglo al artículo 38; 

b) La fecha de entrada en vigor de la presente Convención con arreglo al artículo 39.

ARTÍCULO 41. 

Las disposiciones de la presente Convención serán aplicables a todas las partes constitutivas 
de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna. 

ARTÍCULO 42. 

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes con respecto a la 
interpretación o aplicación de la presente Convención, que no se solucione mediante 
negociación o a través de los procedimientos previstos expresamente en la presente 
Convención, se someterá a arbitraje a petición de uno de los Estados implicados. Si en el 
plazo de seis meses contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud de arbitraje, 
las partes no consiguen ponerse de acuerdo sobre la organización del mismo, cualquiera de 
las partes podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Justicia, mediante una 
solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.
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2. Cada Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación de la presente Convención o 
de su adhesión a ella, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del 
presente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados por ese párrafo ante 
ningún Estado Parte que haya formulado esa declaración. 

3. Cada Estado Parte que haya formulado la declaración prevista en el párrafo 2 del presente 
artículo podrá retirarla en cualquier momento notificándolo al Secretario General de las 
Naciones Unidas. 

ARTÍCULO 43. 

La presente Convención se entiende sin perjuicio de las disposiciones del derecho 
internacional humanitario, incluidas las obligaciones que incumben a las Altas Partes 
contratantes de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y de sus 
Protocolos Adicionales de 8 de junio de 1977, o de la posibilidad que tiene cada Estado Parte 
de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visitar los lugares de detención en los 
casos no previstos por el derecho internacional humanitario. 

ARTÍCULO 44. 

1. Cada Estado Parte en la presente Convención podrá proponer enmiendas o depositarlas 
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará 
las enmiendas propuestas a los Estados Partes en la presente Convención, pidiéndoles que le 
notifiquen si desean que se convoque una conferencia de Estados Partes con el fin de 
examinar las propuestas y someterlas a votación. Si, en el plazo de cuatro meses a partir de la 
fecha de la comunicación, un tercio al menos de los Estados Partes se declara en favor de tal 
convocatoria, el Secretario General organizará la conferencia bajo los auspicios de las 
Naciones Unidas. 

2. Toda enmienda adoptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes presentes 
y votantes en la conferencia será sometida por el Secretario General a todos los Estados 
Partes para su aceptación. 

3. Una enmienda adoptada de conformidad con el párrafo 1 del presente artículo entrará en 
vigor cuando haya sido aceptada por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en la 
presente Convención, de conformidad con sus respectivos procedimientos 
constitucionales. 
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4. Cuando entren en vigor, las enmiendas serán obligatorias para los Estados Partes que las 
hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán obligados por las 
disposiciones de la presente Convención y por las enmiendas anteriores que hayan 
aceptado. 

ARTÍCULO 45. 

1. La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son 
igualmente auténticos, será depositada en  poder del Secretario General de las Naciones 
Unidas. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá copias certificadas de la presente 
Convención a todos los Estados mencionados en el artículo 38. 

La suscrita Coordinadora del Área de Tratados de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio 
de Relaciones Exteriores 

I hereby certify that the foregoing text is a 
true copy of the International Convention 

for the Protection of All Persons from 
Enforced Disappearance, adopted by the 
General Assembly of the United Nations 

on 20 December 2006, the original of 
which is deposited with the Secretary-

General of the United Nations.
For the Secretary-General,

The Legal Counsel 
(Under-Secretary-General 

for Legal Affairs)

United Nations
New York, 18 January 2007

Je certifie que le texte qui prècède est une 
copie conforme de la Convention 

internationale pour la protection de toutes 
les personnes contre les disparitions 

forcées, adoptée par l'Assemblée générale 
des Nations Unies le 20 décembre 2006, 

dont l'original se trouve déposé auprès du 
Secrétaire général des Nations Unies.

Pour le Secrétaire général,
Le Conseiller juridique 

(Secrétaire général adjoint 
aux affaires juridiques)

Organisation des Nations Unies
New York, le 18 janvier 2007

Nicolas Michel
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CERTIFICA: 

Que la reproducción del texto que antecede es fotocopia fiel y completa del texto en idioma 
castellano de la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas”, adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, tomada 
de la copia certificada por el Secretario General Adjunto para Asuntos Jurídicos de la 
Organización de las Naciones Unidas, la cual consta de veintiún (21) folios, documento que 
reposa en los archivos de la Oficina Asesora Jurídica de este Ministerio. 

Dada en Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de marzo de dos mil nueve (2009).
 

MARGARITA ELIANA MANJARREZ HERRERA, 
Coordinadora Área de Tratados Oficina Asesora Jurídica. 

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO 
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA 
Bogotá, D. C., 22 de abril de 2009 

Autorizado. Sométase a consideración del honorable Congreso de la República para los 
efectos constitucionales. 

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 
(Fdo.) Jaime Bermúdez Merizalde. 

DECRETA:
 

Artículo 1o. Apruébase la “Convención Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas” adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 
2006. 

Artículo 2o. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o de la Ley 7ª de 1944, la 
“Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas” adoptada en Nueva York el 20 de diciembre de 2006, que por el 
artículo 1o de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el 
vínculo internacional respecto de la misma. 

Artículo 3o. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación. 
El Presidente del honorable Senado de la República, 
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ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
EMILIO OTERO DAJUD. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 
CARLOS ALBERTO ZULUAGA DÍAZ. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 
JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO. 

República de Colombia – Gobierno Nacional 

Comuníquese y cúmplase. 

Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme al artículo 241-10 de la 
Constitución Política. 

Dada en Bogotá, D. C., a 1o de diciembre de  2010. 
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 
La Ministra de Relaciones Exteriores, 

MARÍA ÁNGELA HOLGUÍN CUÉLLAR. 
El Ministro de Defensa Nacional, 

RODRIGO RIVERA SALAZAR
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En memoria de las personas desaparecidas
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Bogotá D.C.,  -  Teléfono (1) 2102329, 2102330  -   Dirección: Carrera 7 N° 54A-18
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